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PRÓLOGO  

òPor m§s que codifiquemos el Derecho en una serie de disposiciones de apariencia auto-
suficiente, esas disposiciones no serán sino una etapa en su continuo crecimiento. Para entender todo 
su alcance y para saber cómo habrán de ser consideradas por jueces familiarizados con el pasado 
que el Derecho involucra, debemos saber algo de ese pasado. La historia de lo que ha sido el 
Derecho es necesaria para el conocimiento de lo ese Derecho esó 

OLIVER WENDELL HOLMES Jr.1  

1. El libro que tiene el lector ante sí, refleja la riqueza de planteamientos de Ponencias y 
Comunicaciones (no siempre convergentes, pero todas ellas elaboradas con gran rigor técnico) 
presentadas y debatidas en el IV Congreso Internacional y XVII Congreso Nacional de AESSS (15 y 16 de 
Octubre de 2020), dedicado específicamente al estudio en profundidad de los òAccidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales. Experiencias y desaf²os de una protecci·n social centenariaó. 

Cuando por iniciativa de la Junta Directiva en la Asamblea General de la AESSS se propuso este 
tema y se diseñó el temario del Congreso AESSS, hubo un consenso absoluto, teniendo en cuenta la 
importancia permanente y manifiesta de esta materia y atendiendo a la transcendencia jurídico-
práctica de la protección social de la familia y de los derechos de conciliación desde la perspectiva de 
la Seguridad Social y a la realidad extremadamente complejidad y litigiosa de las arduas controversias 
jurídicas que se suscitan. Y ello en un marco normativo no siempre bien organizado, a menudo 
contradictorio y con problemas de seguridad jurídica: un marco decididamente insuficiente; y por 
tanto necesitado de una reforma totalizadora que le confiara coherencia sin perder de vista la lógica 
de la òjusticia socialó que ha de informar a todo el sistema jurídico de la Seguridad Social. 

2. Por otra parte, asumiendo como propia esta problemática, la AESSS da muestras de su 
dinamismo y capacidad de respuesta reflexiva, desde la política del Derecho y de la técnica jurídica, 
que son las dos caras ðlas dos dimensionesð necesarias del estudio científico de cualquier institución 
jurídica. Ese dinamismo es visible en los intensos debates que suelen caracterizar a los Congresos de 
la AESSS (expresamente internacionales y nacionales). En este Congreso se han constituido varios 
Paneles sobre aspectos concretos y con una composición deliberadamente plural en sus ponentes y 
moderadores. Por lo demás, la calidad de las Ponencias y Comunicaciones presentadas garantizaban 
ya el éxito del Congreso de la AESSS, con esa vitalidad y pluralismo crítico que le caracteriza; como 
auténtico punto de encuentro, de diálogo y debate sobre las distintas dimensiones y ámbitos de la 
Salud y Seguridad Social; y desde el rigor, la seriedad, y el máximo respeto a los diversos enfoques 
pluralistas que nos enriquecen a todos los que estamos implicados en esta lucha por el derecho a la 
Salud y a la Seguridad Social y por el mantenimiento y mejora de todas las  òramas de prestacionesó 
que le son inherentes, al margen de su instrumentalización y materialización institucional.  

3. En esta obra colectiva no sólo se revisita este tema y su consideración clásica, sino que, 
además, se expone el estado actual de los problemas que se suscitan desde el punto de vista de la 
política del Derecho y de la técnica jurídica, de manera que se registran las novedades, se realiza un 
análisis crítico, se formulan replanteamientos delege ferenda; proponiéndose, en definitiva, nuevos 
rumbos y caminos a seguir. Estamos, ciertamente, ante una situación caracterizada por 
transformaciones cualitativas: una nueva fase histórica de importantes cambios estructurales, 
transformaciones de la organización y cambios tecnológicos, donde se produce una inflexión de 
envergadura en la òsociedad del trabajoó en el marco de la òsociedad del riesgoó, con nuevos riesgos 

                                                                        
 1 HOLMES, O.W.: The Common Law, trad. F.N. Barrancos y Vedia, revisi·n, edici·n y estudio preliminar, òLa cr²tica 

iusrealista del formalismo jurídico de la cultural «Common Law» tradicional: La concepción funcional e instrumental del 
Derecho de Oliver Wendell Holmesó (pp. IX-XLIX), a cargo de J.L. Monereo Pérez, Granada, Ed. Comares (Col. Crítica 
del Derecho), 2020, págs. 34-35. 
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emergentes, nuevas exigencias de tutela en el sistema de necesidades sociales y en la misma 
orientación de las políticas públicas de gobierno y racionalización de la cobertura dispensada por los 
Sistemas Salud y de Seguridad Social y, en general, de los modelos de protección social pública. Es en 
este contexto, donde se evidencia que hay que renovar desde la Seguridad Social ðcomo disciplina 
científicað las òherramientasó cient²fico-jurídicas de comprensión explicativa de la realidad social y de 
sus instituciones fundamentales.  

Debe destacarse la oportunidad de la elección del tema, pues en octubre de 2019 no se percibían 
las consecuencias de la Pandemia Covid-19, la crisis sanitaria devenida también en crisis económica y 
de empleo. Crisis multidimensional que ha sido objeto de tratamiento en las diversas Ponencias y 
Comunicaciones presentadas.  

4. Esta obra puede contribuir a encontrar soluciones viables y basadas en la idea de òjusticia socialó 
a una cuestión de tanta centralidad en el trabajo y en la vida social como la que representa toda la 
problem§tica de los accidentes de trabajo (incluidas las denominadas òenfermedades del trabajoó) y las 
enfermedades profesionales desde el prisma preferente de la Seguridad Social (y por supuesto de la 
Salud) y su intrínseca conexión con el Derecho del Trabajo, la cual es siempre tomada en consideración. 
Y hacerlo, en términos de conjunto, desde la defensa del sistema público de protección social en su 
doble dimensión reparadora y preventiva. Y, en este sentido, la protección de los accidentes de trabajo 
goza de una larga historia desde la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900, la cual definió el Accidente 
de Trabajo en términos que pueden considerarse ahora prácticamente vigentes, con algunas salvedades 
relevantes. En este sentido se puede hablar de una relativa continuidad en los sucesivos textos 
legislativos. Precisamente este Congreso conmemora los ciento veinte años de la promulgación de esta 
importante Ley de 1900, una ley centenaria y de innegable importancia en la construcción diacrónica de 
nuestro Sistema de Seguridad Social. No dejar de ser sorprendente la persistencia ðresistenciað del 
concepto legal de la Ley 30 de enero de 1900 hasta la época actual. Esto se explica no sólo por el 
acierto del legislador originario sino también, sino también por la labor interpretativa, creativa y de 
adaptación de la doctrina científico-académica y por la intensa labor llevada a cabo por nuestros Jueces 
y Tribunales. Sólo así se puede comprender y explicar que pueda subsistir en una sociedad 
contempor§nea caracterizada como òsociedad del riesgoó. 

El tratamiento jurídico de los riegos profesionales incide en las dos vertientes interrelacionadas o 
interdependientes de la prevención (objeto de la Directiva 89/391/CEE del Consejo, de 12 de junio 
de 1989, Directiva Marco relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad 
y de la salud de los trabajadores en el trabajo; y de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales) y de la reparación o aseguramiento público (Convenio 102 OIT, Norma 
mínima de Seguridad Social; R.D-Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social). Se trata de dos formas de tutela pública específica contra los riesgos 
laborales (Tutela preventiva y Tutela Reparadora), necesariamente complementarias y 
funcionalmente integradas. 

La normativa en materia de accidentes de trabajo tuvo su origen en la necesidad imperiosa de 
proteger la integridad física y corporal del trabajador a través de normas mínimas imperativas y, 
asimismo, de atender a las situaciones de necesidad derivadas de la actuación de los riesgos del 
trabajo. Es lo cierto que el nacimiento de la legislación relativa a la prevención es paralela y a menudo 
simultánea a la aparición de las primeras normas laborales y de Seguridad Social a partir del último 
tercio del siglo XIX. Tuvieron un carácter inicialmente excepcional y asistemático, que comparte con 
el resto de la llamada, por entonces, òlegislaci·n socialó. Basta reparar en el Reglamento de la Polic²a 
Minera de 1883, al Catálogo de Medidas de Prevención de 1900, el cual se aprueba, de modo harto 
significativo, en el mismo año que la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900. El tratamiento de los 
accidentes de trabajo presentó una gran importancia en la misma legislación social de los orígenes. 
Esa relevancia histórica se manifiesto también en la especial atención que la materia preventiva se 
concedió en el ámbito internacional. No sólo fue una las prioridades de la intervención legislativa de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), creada en 1919, sino que también, incluso antes, 
fueron el centro de interés de las primeras Conferencias y Congresos Internacionales de finales del 
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siglo XIX, y el n¼cleo de intervenci·n de la òAsociaci·n para la Protecci·n legal de los 
Trabajadoresó (1900). La proliferaci·n y consolidaci·n de dichas normas impondr§ un necesario una 
tarea de  racionalización técnica y político-jurídica (que ha sido la òpreó e òintrahistoriaó del Derecho 
Social del Trabajo en su conjunto), la cual, sin embargo, no ha impedido que se muestre en la 
experiencia jurídica con una cierta dispersión y carácter coyuntural. No obstante, es de señalar que la 
legislación preventiva es abundantísima, heterogénea, con grandes dificultades de sistematización 
(pese a que se dispone de pilares normativos sistematizadores relevantes, pero incompletos) y, 
adem§s, de marcado car§cter cambiante. La idea de òsistemaó encuentra aqu² importantes obstáculos, 
porque en muchos aspectos se manifiesta m§s como una òlegislaci·n dispersaó que un òDerechoó 
sistematizado y coherente. Ello no significa que no pueda realizarse una tarea racionalizadora del 
material normativo disponible, a partir de los pilares básicos del conjunto de normas en materia de 
preventiva.  

Como se sabe, la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 se basó en la responsabilidad objetiva 
por riesgo profesional, que devendría en régimen obligatorio en 1932 (Ley de 4 de julio de 1932), 
hasta su inserción en 1966 (Ley de Seguridad Social) en el Sistema integrado de la Seguridad Social. 
La responsabilidad se limita, desde entonces, a la indemnización legal tasada, sin perjuicio de un 
recargo de las prestaciones por la presencia de la culpa òobjetivadaó derivada del incumplimiento 
(infracción) del deber objetivo de cuidado que incumbe al empresario y de las correspondientes 
sanciones p¼blicas (administrativas y penales). La òinmunidadó que ofrece al empleador el Sistema de 
Seguridad Social será, pues, siempre relativa, pero de alcance significativo salvo comportamientos o 
conductas desviantes. Por otra parte, se produce una extensión del concepto de accidente de trabajo, 
hasta abarcar a los accidentes in itinere y a los que se producen como consecuencia de culpa de un 
tercero o de la concurrencia de fuerza mayor, y, asimismo, comprendiendo a los trabajadores 
autónomos. De este modo, se amplía la protección para situaciones que quedan fuera del ámbito 
propio y genuino del control del empresario y de la esfera de riesgo empresarial. Pese a todo, y en 
manifiesto contraste con las indicaciones de la Ley de Bases de la Seguridad Social de 1963 
(consideración conjunta de las contingencias sociales a efectos de organización de la acción 
protectora) ha persistido el tratamiento singular y diferenciado de las contingencias profesiones 
dentro del Sistema de la Seguridad Social, el cual continúa basándose en la lógica del aseguramiento 
de la responsabilidad del empresario. Ese tratamiento es diferenciado y más protector (específico y 
òprivilegiadoó en sus propios t®rminos) que el otorgado a los riesgos comunes, que se refleja, entre 
otras cosas, en la cotización específica única a cargo del empresario por contingencias profesionales; 
en el principio de automaticidad de la protección; en la mayor cuantía de las prestaciones económicas 
atribuidas; en la existencia de prestaciones especiales (v.gr., indemnizaciones por muerte, las 
indemnizaciones en concepto de lesiones permanentes no invalidantes, peculiaridades respecto a la 
incapacidad temporal); mejora de la cuantía de la incapacidad temporal, mejora de la protección 
sanitaria, y, además, está la importante figura del recargo de las prestaciones económicas en los 
supuestos previstos en el artículo 164 LGSS, el cual en el caso de incumplimiento causalmente 
determinante de accidente de trabajo o de la enfermedad profesional impone una responsabilidad 
directa al empresario de carácter no asegurable; y que se imputa como una sanción compleja y 
peculiar que se materializa en una mejora adicional de las prestaciones otorgadas. 

Es así que nos encontramos ante un sistema protector diferenciado y la interferencia de las 
Mutuas (òcolaboradoras con la Seguridad Socialó, denominaci·n que hoy corresponde desde el 1 de 
enero de 2015, tras la nueva regulación que estableciera la Ley 35/2014, de 26 de diciembre) en la 
gestión de los riesgos profesionales que puede producir distorsiones importantes en el Sistema 
Institucional. Puede determinar ðy así está ocurriendo en la prácticað un aumento interesado de 
accidentes calificados como de origen profesional (incluidas las enfermedades del trabajo asimiladas a 
ellos asimiladas; figura, ésta, etérea, que denota el deficiente modelo legal de regulación de las típicas 
òenfermedades profesionalesó). La protecci·n privilegiada y la inclusi·n en el concepto de accidente 
de trabajo de supuestos que quedan fuera de la protecci·n han determinado una òinflaci·nó mayor 
de la realmente existente en el número de accidentes profesionales. Por otra parte, en un sentido 
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parad·jicamente contrario, la intervenci·n de las Mutuas introduce una fuerte òpresi·nó (incluido el 
§mbito judicial) para la òdes-calificaci·nó de contingencias relevantes como accidentes profesionales, 
tendiendo a desplazarlos hacia la calificación ðcon cobertura diferenciadað de accidentes comunes 
(gestionados directamente por el Sistema de la Seguridad Social, y que gozan de una menor calidad 
de la protecci·n). Pudi®ndose perder la necesaria òobjetividadó y òneutralidadó en la calificación 
técnica de las contingencias (como profesionales o como comunes). De este modo, esa interferencia 
de las Mutuas también incide negativamente en la configuración de la acción protectora del Sistema. 

Ahora bien: si se advierten las consecuencias disfuncionales de la pervivencia del sistema 
protector diferenciado (su fuerte òoriginalidadó), ®ste se hace merecedor de cr²tica tanto desde el 
punto de vista de la lógica de la protección reparadora (la protección es distinta para las mismas 
situaciones de necesidad; las cuales merecerían la misma protección si se atiende a la Ley de Bases de 
la Seguridad Social de 1963 y al mismo artículo 41 de la Constitución Española que orienta la 
protección hacia la protección de la situaciones de necesidad con independencia de la causa  
ðprofesional o noð determinante), como desde el punto de vista de la prevención de riesgos 
laborales. En este sentido parece evidente que la lógica interna de la prevención exige establecer una 
conexión del riesgo empresarial y su calificación como accidente o enfermedad profesional, 
precisamente para articular los mecanismos de prevención (siendo necesario operar con la distinción 
entre accidentes laborales y accidentes comunes). Pero lo que debería tenderse a restringir 
gradualmente y en el marco de los procesos de concertación socio-política (dada la magnitud del 
cambio cualitativo que ello supondría) son las diferencias de protección de las situaciones de 
necesidad que son el presupuesto de la acción protectora dispensada, porque en el plano preventivo 
no contribuye a la mejora del Sistema (Basta reparar en el hecho de que los índices de siniestralidad 
laboral no se acomodan realmente a la realidad de los siniestros típicamente profesionales). La idea-
fuerza aquí es tratar de suprimir las discriminaciones protectoras por razón de la causa. 

En la lógica interna de la prevención será necesario operar con un concepto de accidente de 
trabajo y de enfermedad profesional funcional a las exigencias de la prevención, y, por consiguiente, 
vinculado al ámbito de control que es posible garantizar al empleador al que se le imputan 
obligaciones preventivas (esto es, vinculado a la esfera, a veces difusa, del òriesgo empresarialó); 
vinculado también a los factores objetivos de riesgo profesional y a la imputación de 
responsabilidades de los costes inherentes a las actividades generadoras (cuestión completamente 
distinta es la de la necesaria socializaci·n o òpublificaci·nó de la protecci·n o tutela dispensada en 
vía de reparación de Seguridad Social a través de la imposición legal de su aseguramiento y cobertura 
obligatoria. La  esfera de responsabilidad del empleador sería plural, abarcando la responsabilidad de 
Seguridad Social (donde existe una relativa inmunidad por la socialización actual del aseguramiento 
de la misma), la responsabilidad pública punitiva (penal y administrativa), y la responsabilidad civil 
(contractual y extracontractual). Por ello es necesario re-definir los conceptos de accidente de 
trabajo, òenfermedades del trabajoó y enfermedad profesional (probablemente se debería operar, 
entre otras cosas, con un concepto más flexible y no con una lista cerrada que puede ser inoperante 
para detectar la evolución de los siempre nuevos riesgos emergentes). La legislación preventiva tiene 
que utilizar un concepto de accidente de trabajo específico, en cuanto vinculado íntimamente al 
ámbito de riesgo que puede ser objeto de control por parte del empresario. En el campo de la 
responsabilidad pervive el elemento de responsabilidad individual que no goza del beneficio de la 
inmunidad, como es el caso de la responsabilidad civil integral por los daños y perjuicios causados 
por el incumplimiento (acción u omisión) de las medidas de seguridad y prevención de los riesgos 
empresariales. Se dispone del cauce de la responsabilidad civil y, como se indicó, de la figura de 
configuración mixta o híbrida (sancionadora compleja específica, pues tiene una doble dimensión 
sancionadora y reparadora) del recargo de prestaciones). Estos ámbitos de responsabilidad individual 
(anudada a la permanencia del elemento de la culpabilidad òobjetivadaó del sujeto obligado) se 
vinculan directamente con la actividad preventiva e incentivan la observancia de las medidas de 
seguridad y salud en el trabajo. Pero la complejidad del sistema regulador (muy diversificado y, a 
menudo, ambiguo) aconsejaría una reforma racionalizadora que permitiera acoplar satisfactoriamente 
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los distintos ámbitos de responsabilidad (especialmente, las diferentes esfera de responsabilidad civil 
y la derivada del recargo de prestaciones económicas. En relación a ello, es necesario llevar a cabo un 
replanteamiento de mayor coherencia interna de nuestro modelo legal de tutela, sin llevar, por 
supuesto, a la supresión del recargo de prestaciones, que ejerce una eficaz fuerza òpersuasivaó en aras 
de incrementar los esfuerzos de prevención). 

Con todo, sigue pesando el problema ðy la incoherenciað que supone una discriminación de la 
protecci·n atendiendo a la calificaci·n de la contingencia como òprofesionaló o òcom¼nó rompiendo 
con el principio de unidad de tratamiento que pretendiera la Ley 193/1963, de 28 de diciembre, 
sobre Bases de la Seguridad Social (En la Base Primera. òDeclaraciones generalesó. Uno, se establece, 
con contundencia, que òLa ordenación de la Seguridad Social quedará articulada sobre una conjunta 
consideración de las contingencias y situaciones objeto de cobertura y en ningún caso podrá servir de 
fundamento a operaciones de lucro mercantiló.). No deja de ser sorprendente, sin embargo, que esta 
discriminación del tratamiento protector y del sistema de responsabilidad no sea contestado con 
contundencia en los ordenamientos de los países desarrollados de referencia comparables y que esta 
cuestión no haya sido objeto de una mayor reflexión en el actual proceso político del Pacto de 
Toledo, convertido ya òex origenó en un proceso de planificación ða menudo vacilanteð de reforma 
de todo el Sistema de Seguridad Social en España (E incluso, más ampliamente, de todos los ámbitos 
fundamentales del Sistema de Protección Social).  

Pese a esa òexclusi·n constitutivaó ðpor así decirlo expresivamenteð, se puede inferir de este 
Congreso la necesidad de iniciar un proceso de reflexión y de reforma dentro y fuera del proceso 
político-jurídico y sociopolítico del Pacto de Toledo, que requiere de un planificado ðy por tanto más 
meditadoð reajuste y de una racionalización en profundidad con arreglo a los fines garantistas a 
alcanzar, como se impone deducir del artículo 41 (eje del grupo normativo regulador de la Seguridad 
Social en nuestra Constitución en conexión con la tutela garantista multinivel abierta principalmente 
por el artículo 10.2 de la misma, en relación con los artículos 93 a 96 de la misma Norma 
Fundamental). Y ello se ha de realizar a través de una técnica depurada y de una ordenación 
normativa precisa y coherente.  

Obvio es decir que en este libro ðque lo es de òactasó del Congresoð se realizan importantes 
aportaciones útiles de lege data y de lege ferenda, esto es, en el plano de la política del Derecho para 
mejorar el marco normativo vigente buscando un necesario equilibrio entre la racionalidad social 
(justicia social y sostenibilidad social) y la racionalidad económica (sostenibilidad económico-
financiera) del Sistema. 

5. Todo esto, en un libro cuya estructura hace visible el discurso jurídico ðsana y 
enriquecedoramente pluralð, en donde se traza y se desmenuza todo un recorrido sobre el tema 
objeto de estudio y se tratan todas las cuestiones fundamentales prácticamente sin excepciones u 
omisiones significativas. Preside a lo largo de sus páginas una preocupación por realizar un enfoque 
jurídico interdisciplinar y asimismo la necesidad de vincular el marco jurídico ordenador con la praxis 
social y la experiencia de aplicación judicial, enlazando teoría y práctica del sistema de tutela de las 
personas trabajadoras que sufren los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.  

En tal sentido, se reproduce fielmente lo que ha sido la estructura sistemática del programa del 
IV Congreso Internacional y XVII Congreso Nacional de AESSS: la Conferencia inaugural, òLa Ley espa¶ola 
de accidentes de trabajo de 1900. Or²genes, tramitaci·n y nombres propios asociados a ellaó, impartida por  Jesús 
Martínez Girón (presentada por Antonio Ojeda Avilés). El primer panel: òEl accidente de trabajo y 
la enfermedad profesional en continua delimitaci·nó (con las intervenciones de Joaqu²n Garc²a 
Murcia; José Luján Alcaraz; Lourdes Arastey Sahún; José Julio Vadillo Ruiz (presentación y 
moderación Alberto Llorente Álvarez). El segundo panel: òreparaci·n y responsabilidadesó, con 
intervenciones de José Antonio Fernández Avilés; Guillermo García González; Jesús R. Mercader 
Uguina; (presentación y moderación Pilar Charro Baena). El tercer panel: òGesti·n, control, prevenci·n y 
cobertura de los riesgos profesionales. Una constante controversiaó, con intervenciones de Andrés Trillo García; 
Salvador Beltrán Sánchez; José Jacinto Berzosa Revilla; Jesús Barceló Fernández; María del Mar 
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Pérez Hernández (presentación y moderación Carlos Javier Santos García). El cuarto panel: òSalud y 
seguridad en el trabajo. Retosó, con intervenciones de Gloria Pilar Rojas Rivero; Juan Carlos Álvarez 
Cortés; Pilar Rivas Vallejo; Ana Isabel Pérez Campos (presentación y moderación de Enrique 
Martín-Serrano Jim®nez). El quinto panel: òLa administraci·n y los interlocutores sociales ante los 
riesgos profesionales, con una pluralidad de temas a tratar libremente por los ponentes, con 
intervenciones de Carlos García de Cortázar y Nebreda, Pedro José Linares Berzal, Maravillas Espín 
Sáez,  Francisco González Lena,  María del Carmen Barrera Chamorro, Pedro Pablo Sanz Casado, 
Teresa Díaz de Terán López (presentación y moderación de María Luisa Segoviano Astaburuaga). Y, 
por último, la Lección de Clausura, òLa primera Ley portuguesa de accidentes de trabajo de 1913. Un análisis 
retrospectivoó, a cargo de António Monteiro Fernández, todo un referente doctrinal del Derecho Social 
en Europa (presentación de José Luis Monereo Pérez). El Congreso culminó con la excelente 
exposición de síntesis de las Conclusiones general, siendo relatora-ponente Susana Barcelón Cobedo.  

6. Pero este Prólogo no puede cerrarse sin hacer mención a los denodados esfuerzos y el buen 
hacer de los que han asumido, en esta ocasión, la Coordinación, activa y efectiva, de las arduas tareas 
principales que conlleva la realización de este IV Congreso Internacional y XVII Nacional y la 
publicación de sus resultados. Me refiero, naturalmente, a Guillermo Rodríguez Iniesta (Secretario 
General la AESSS, Profesor Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y 
Magistrado (supl.) del TSJ de Murcia), a Francisco Ortiz Castillo (Abogado, Director de la Editorial 
Laborum y Profesor Asociado de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad de 
Murcia), Juan García Vivancos (abogado), a Sara Guindo Morales, Profesora Ayudante Doctora de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Granada, Belén del Mar López 
Insua, Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de 
Granada. Pero también es necesario destacar, de nuevo, a quien desde su condición de Tesorera y 
Responsable de redes sociales y de la organización académica de la Página Web de la AESSS, Belén 
del Mar López Insua, se ha ocupado de una parte relevante de las tareas de òintendenciaó, gesti·n y 
organización del Congreso; y lo que no es menos importante ha llevado la gestión de la plataforma 
digital que ha sido el soporte telemático de la realización de este Congreso.  

También quiero dejar constancia de la labor efectiva y rigurosamente realizada por todos los 
miembros integrantes del Comité Científico del IV Congreso Internacional y XVII Nacional de la AESSS 
(José Luis Monereo Pérez, Alberto Arufe Varela, Javier Fernández Costales-Muñiz, Mario 
Garmendia, Francisco Ortiz Castillo, Guillermo Rodríguez Iniesta ðque ha actuado como 
coordinador del Comitéð, Juan Pablo Mugñolo, Elena Signorini, Fabio Tulio Barroso y Antonio 
Márquez Prieto). Vaya por delante mi gratitud y reconocimiento, en nombre la AESSS y en el mío 
propio, a la excelente labor realizada por todos ellos. Con un equipo de personas de esta calidad, 
disposición, entrega y esfuerzo ilimitado, todo resulta más fácil y se pueden alcanzar los mejores 
resultados posibles.  

Igualmente, quiero dejar constancia de mi agradecimiento, en el nombre de la Asociación y en el 
mío propio, a la Tesorería General de la Seguridad Social, por todas las facilidades que nos ha dado para 
celebrar las sesiones de este Congreso de la AESSS en sus instalaciones y en general de la amable 
acogida y disposición en todo, aunque finalmente las medidas adoptadas en el marco del Derecho de la 
Emergencia a supuesto que el Congreso se celebrarse a través de la excelente plataforma digital de la 
Universidad de Granada (a la cual agradecemos también su disponibilidad). Personalizar esa gratitud 
institucional en Andrés Harto Martínez, Director General de la Tesorería General de la Seguridad 
Social; y en María del Carmen Armesto González-Rosón, Directora General del Instituto Nacional de 
la Seguridad Social, por su apoyo incondicional. Y, en relación a ello, agradecer asimismo las gestiones 
realizadas ðcon la eficacia que le caracteriza en todoð por Andrés Trillo García y la difusión del 
Congreso entre el cuerpo de Letrados de la Administración de la Seguridad Social (Vicepresidente de la 
AESSS y Letrado Jefe de los Servicios Jurídicos Centrales del INSS). 

En nuestro Congreso hemos tenido el honor de contar con la presencia de Israel Arroyo 
Martínez, Secretario de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, Ricardo Gabaldón Gabaldón, 
Presidente del Consejo General de Colegios de Graduados Sociales de España (colectivo profesional 
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con el que la rama social del Derecho está íntimamente vinculada) en el Acto Inaugural; y asimismo 
con Octavio Granado Martínez, el cual ha sido siempre una persona especialmente comprometida 
con la defensa de la Seguridad Social desde el enfoque de la òjusticia socialó y su consideraci·n como 
Derecho Social Fundamental. 

Por su parte, el Comité Organizador del Congreso, estuvo integrado por  José Luis Monereo 
Pérez, Juan José Fernández Domínguez, Carlos García de Cortázar y Nebreda, Cristina Sánchez-
Rodas Navarro, José Luis Tortuero Plaza, Andrés Trillo García, Guillermo Rodríguez Iniesta, Belén 
del Mar López Insua, María del Carmen Armesto González-Rosón, Ricardo Gabaldón Gabaldón, 
Andrés Harto Martínez, Marco Esposito, António Monteiro Fernández, Adrián Osvaldo Goldín, 
Fabio Tulio Barroso, Francisco Ortiz Castillo, Daniela Da Rocha Brandäo.  

La Clausura del Congreso, estuvo a cargo de Joaquín Pérez del Rey,  Secretario de Estado de 
Empleo y Economía Social, y José Luis Monereo Pérez, Presidente de la AESSS. 

7. Deseo terminar este Prólogo agradeciendo la colaboración desinteresada de la Editorial 
Laborum, que ha realizado, como es habitual, una edición de excelente calidad ðcomo en todas las 
que le han precedidoð, a pesar de la premura del tiempo del que ha dispuesto para su publicación. Y 
quiero hacerlo, de nuevo, en la persona excelente de Francisco Ortiz Castillo (Director Editorial, 
pero también, significativamente, Vocal de la AESSS).  

Este libro se publicará al mismo tiempo en un doble formato: en soporte de papel y online en 
abierto. Ello facilitará su difusión en el ámbito nacional e internacional.  

Animo encarecidamente al lector a adentrarse en el interior de esta obra colectiva, densa y 
exhaustiva, cuya lectura atenta estoy seguro que enriquecerá las perspectivas de comprensión del 
tratamiento de la Pensión de Jubilación en el marco del Sistema de Seguridad Social desde un 
enfoque de presente y en una proyección hacia ese incierto futuro. No se trata sólo de aportar 
soluciones útiles y viables ðque siempre legítimamente pueden ser discutidasð, sino también de 
plantear nuevos interrogantes y de abrir nuevos caminos para la reflexión científica, la acción 
jurídico-institucional y la buena praxis de todos los actores implicados.  

JOSÉ LUIS MONEREO PÉREZ 
Presidente de la Asociación Española de Salud y Seguridad Social (AESSS) 

Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de Granada 





 

 

TÍTULO  I . LA LEY ESPAÑOLA DE ACCIDENTES  
DE TRABAJO DE 1900. ORÍGENES, TRAMITACIÓN  

Y NOMBRES PROPIOS ASOCIADOS A ELLA  

JESÚS MARTÍNEZ GIRÓN 
Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 

Universidad de La Coruña 

I.  PLANTEAMIENTO  

1. En el ordenamiento laboral y de seguridad social español, la Ley de accidentes de trabajo de 
30 enero 1900 es un monumento jurídico1. Y supuesto que el Derecho sea verdadera ciencia, pero 
también verdadero arte (en opinión de algunos, el arte de convencer a un juez)2, ningún 
inconveniente habría en calificar dicha ley asimismo como verdadero monumento artístico. En 
realidad, se trató de una ley reactiva, resultando que la tendencia artística frente a la que reaccionaba 
era la del neoclasicismo jurídico formalizado en el Código Civil de 1889 y en su principio (romano 
clásico, renacentista y neoclásico) de la responsabilidad por culpa, brillando en esta reacción anti-
clásica el nombre de un ilustre abogado, don Joaquín RUIZ JIMÉNEZ, a cuya grandeza moral 
necesariamente tendré que referirme luego (cfr. infra, II). Habría que recordar, también, que nuestra 
vieja Ley de accidentes de trabajo resultó ser una ley clamorosamente afrancesada («las novedades», 
se decía por aquel entonces en España, incluida la cigüeña, «vienen de París»), lo que no extraña, 
pues la vuelta al principio medieval de la responsabilidad objetiva (o por el mero daño)3 exigía 
apoyarse ðpara poder sacarla adelanteð en una buena dosis de legitimidad foránea, brillando ahora en 
esta vuelta al arte románico (no al prerrománico, aunque esto último se intentase en la tramitación 
parlamentaria de la ley, en el Congreso de los Diputados; por cierto, casi ni haría falta recordar que el 
románico también llegó a España por el llamado «camino francés») la figura y la grandeza moral de 
don Eduardo DATO IRADIER, aunque ayudase mucho a sellar la unión de su nombre con el de la 
Ley de accidentes de trabajo ðtodo hay que decirloð la antipática ayuda del primer Conde de 
Romanones, a quien debemos el bautismo de la misma con la denominación de «Ley Dato», como 
luego también comprobaremos (cfr. infra, III).  En fin, la vuelta al románico que supuso la 
promulgación de nuestra primera Ley de accidentes de trabajo acabó teniendo un carácter proactivo, 
al evolucionar rápida y naturalmente su interpretación y aplicación ðantes de la creación de nuestros 
tribunales industrialesð hacia el gótico (en realidad, el neogótico, también de moda de la Europa de 
entonces), añadiéndosele por los tribunales civiles ulteriores elementos arquitectónicos de carácter 
pro operario, pero que respetaban la base del primitivismo medieval encarnado en el principio de la 
responsabilidad empresarial objetiva, brillando ahora en esta corta etapa inmediatamente 
subsiguiente a la promulgación de la Ley, tanto como RUIZ JIMÉNEZ y DATO, la figura de don 
Víctor COVIÁN (a calificar como el «Holmes español»), uno de los trece magistrados que 

                                                                        
 1 Conmemorando el centenario de dicho monumento, véase DE LA VILLA GIL, L.E., «La influencia de la Ley de 

accidentes de trabajo de 1900 en la construcción del ordenamiento laboral español», en M.-C. PALOMEQUE LÓPEZ E 
I. GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN (Coordinadores), Derecho del trabajo y seguridad social. Cincuenta estudios del profesor Luis 
Enrique de la Villa Gil. Homenaje a sus 50 años de dedicación universitaria, Centro de Estudios Financieros (Madrid, 2006), págs. 
103 y ss. 

 2 Sobre el realismo jurídico norteamericano, fundacional, véase HOLMES, JR., O.W., «The path of the Law», Harvard Law 
Review, núm. 10 (1897), págs. 457 y ss. 

 3 Sobre el tema, con un planteamiento «moderno» y continuas referencias de Derecho comparado, véase BASOZABAL 
ARRUE, X., Responsabilidad contractual objetiva: Parte General, Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (Madrid, 2015), 
págs. 17 y ss. 
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integraban en dicha corta etapa la Sala de lo Civil de nuestro Tribunal Supremo, al que también me 
referiré oportunamente en su momento (cfr. infra, IV). 

II.  LA JURISPRUDENCIA CIVIL  SOBRE ACCIDENTES  DE TRABAJO 
INMEDIATAMENTE  PRECEDENTE  A LA PROMULGACIÓN  DE LA LEY DE 
1900, Y NOMBRES PROPIOS ASOCIADOS A ELLA  

2. El contexto jurídico inmediatamente precedente a la promulgación de la Ley de accidentes de 
trabajo de 1900 está marcado por cuatro sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (dos 
de ellas de 1897, y las otras dos de 1898), que yo estudié en su día, en un libro de mi juventud 
académica4. Al cabo de treinta años, he vuelto a leer otra vez con cuidado estas cuatro sentencias, 
habiéndome llamado la atención ahora cosas que entonces había pasado por alto inadvertidamente. 
Entre ellas, el hecho de que los demandantes (obreros ferroviarios accidentados, al realizar «actos de 
servicio», así como la viuda y los huérfanos de uno de ellos), absolutamente carentes de tiempo y de 
dinero para pleitear, hubiesen estado entretenidos incluso media docena de años, litigando ðpor la 
vía del juicio declarativo ordinario de mayor cuantía, regulado entonces en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil de 1881ð ante Juzgados de Primera Instancia, también luego ðen apelaciónð ante la Sala de lo 
Civil de alguna Audiencia Territorial, y por último ðen casaciónð, ante la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo, necesitando siempre el concurso de un abogado y de un procurador, al efecto de poder 
acceder a los tres grados jurisdiccionales a que acabo de hacer referencia. Caí en la cuenta ahora de 
que sólo un abogado desinteresado y, a la vez, henchido de grandeza moral podía llegar a hacerse 
cargo, durante tantos y tantos años, de la defensa de semejante tipo de pleitos. Pues bien, desde este 
concreto punto de vista forense, es claro que las cuatro sentencias del Tribunal Supremo de que 
ahora voy a tratar, en cuanto que marcadoras del contexto jurídico inmediatamente precedente a la 
Ley de 1900, han de dividirse en dos porciones simétricas, alojando en la primera las dos de 1897, y 
en la segunda, las dos restantes del año siguiente. 

3. La primera porción está integrada por las Sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo de 2 y 10 marzo 18975. Ambas se refieren a accidentes de trabajo ocurridos a obreros de 
compañías ferroviarias, afirmándose en la de 2 marzo que «a un tren cargado de carbón é se le 
rompieron é los ganchos de las cadenas de seguridad, por lo que, a causa de la pendiente, 
retrocedieron 11 vagones é, trozo del tren que por fin descarriló, quedando muerto en el acto el 
conductor»6, mientras que en la de 10 del propio mes se consideraba probado que de un «tren de 
mercancías é se cayó é, y fue arrollado, el fogonero é, sufriendo la fractura del brazo derecho, 
que después le fue amputado, y otras lesiones»7. En la primera de dichas Sentencias, lo pretendido 
por la viuda supérstite y sus huérfanos, a título de indemnización civil, era el pago de «una pensión 
igual al haber que disfrutaba su padre é, o de una vez la cantidad equivalente, verificada la oportuna 
capitalización»8. En la segunda Sentencia, en cambio, lo reclamado por el obrero accidentado e 
inválido era «la súplica de que se declarase que la Compañía é estaba obligada a darle, por vía de 
indemnización de daños y perjuicios, un destino que pudiera desempeñar, o en otro caso le asignara 
é el sueldo é que disfrutaba, a partir del siniestro que ocasionó su inutilidad realizando actos de 
servicio»9. En ambos casos, tales pretensiones obreras resultaron sistemáticamente desestimadas en 
la instancia, en apelación y en casación, afirmando la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo ðen la 
primera Sentenciað que el accidente «fue fortuito y puramente casual, sin responsabilidad alguna de 

                                                                        
 4 Véase MARTÍNEZ GIRÓN, J., Una introducción histórica al estudio de las fuentes del Derecho español de la Seguridad Social, Paredes 

(Santiago de Compostela, 1990), págs. 22 y ss. 
 5 Jurisprudencia Civil. Colección legislativa de España, volumen I de 1897, Imprenta de la Revista de Legislación (Madrid, 1907), 

págs. 479 y ss., y 539 y ss., respectivamente. 
 6 Cfr. Resultando primero. 
 7 Cfr. Resultando primero. 
 8 Cfr. Resultando segundo. 
 9 Cfr. Resultando segundo. 
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parte de la compañía [demandada]»10, y sosteniendo asimismo ðen la segundað que en el accidente de 
trabajo de autos no había «habido culpa ni negligencia alguna por parte de la Compañía demandada, 
como sería indispensable para que hubiese incurrido en responsabilidad»11. 

4. Los casos restantes fueron enjuiciados por dos Sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo de 18 marzo y 30 abril 189812, ambas referidas asimismo a lo que hoy llamaríamos 
accidentes de trabajo, ocurridos en el tajo, de libro. En efecto, según relata la primera, «estando 
ocupados varios operarios en la reparación de plataformas de la estación de ferrocarril é, a 
consecuencia de un golpe saltó un trozo de acero, que se alojó en la esclerótica del ojo [de uno de los 
obreros]»13, quien «dedujo demanda é con la pretensión de que se condenara a la Compañía de 
ferrocarriles é a abonarle, de una vez o por anualidades é los daños y perjuicios ocasionados é 
con la lesión sufrida é o, cuando menos, a que se le concediera en los servicios de la Compañía 
cualquier cargo compatible con su inutilidad»14. En la segunda, por su parte, consta probado que el 
obrero actor causó «baja é, a consecuencia de una lesión que sufrió en el maléolo externo del pie 
izquierdo, que exigió asistencia facultativa, con ocasión del descarrilamiento ocurrido al tren de 
mercancías descendente núm. 156, conducido por él, que se dirigía de Murcia a Cartagena, entre las 
estaciones de Balsicas y Pacheco, a causa de estar cortada la vía, por hallarse realizando trabajos en 
una alcantarilla una brigada de obreros de vías y obras»15. Como ocurrió en los dos casos 
inmediatamente precedentes de 1897, las pretensiones obreras de carácter indemnizatorio tampoco 
prosperaron aquí. Al efecto, se razonó ðen la primera Sentencia de esta segunda tandað que «no 
habiendo probado el recurrente é que la lesión que sufrió fue producida por culpa o negligencia de 
la Compañía o de alguno de sus empleados»16, procedía «absolver é a la Empresa»17; y también  
ðpero ahora en la segundað, que resultaba «evidente que ha debido y podido estimarse la excepción 
de prescripción alegada por la Compañía al impugnar la demanda»18, dado que la acción del obrero 
accidentado «prescribe al año»19, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1968 del Código Civil, 
allí donde este precepto imponía la prescripción anual a «la acción para exigir la responsabilidad civil 
é por las obligaciones derivadas de la culpa o negligencia de que se trata en el artículo 1902, desde 
que lo supo el agraviado»20. 

5. En las cuatro Sentencias, se mencionan los nombres de cuatro abogados, aunque sólo haya 
podido averiguar ahora quiénes eran dos de ellos (los dos defensores de la parte obrera y de la parte 
patronal, respectivamente, en las dos Sentencias citadas de 1897), al tratarse de verdaderas luminarias 
y pesos pesados del foro madrileño de aquella lejana época. Por la parte obrera, se trataba del 
«licenciado» don Joaquín RUIZ JIMÉNEZ, que en 1897 tenía 43 años21. Por la parte patronal, su 
oponente era el «letrado» don Faustino RODRÍGUEZ-SAN PEDRO, mucho más provecto, pues ya 
había cumplido 64 años22. Este último, aparte su ejercicio profesional como abogado de empresas, 
había sido diputado cunero (incluso por varios distritos de Cuba, isla que nunca había pisado, aunque 
tenía intereses mercantiles en ella) y Alcalde de Madrid, antes de fallarse estos dos pleitos, 
completando luego su curriculum vitae (falleció nonagenario, en 1925, con la consecuencia de habérsele 

                                                                        
 10 Cfr. Considerando primero. 
 11 Cfr. Considerando primero. 
 12 Jurisprudencia Civil. Colección legislativa de España, tomo I, volumen I de 1898, y tomo II,  volumen II  de 1898, Imprenta de la 

Revista de Legislación (Madrid, 1898), págs. 663 y ss., y 182 y ss., respectivamente. 
 13 Cfr. resultando segundo. 
 14 Ibidem. 
 15 Cfr. resultando primero. 
 16 Cfr. considerando segundo. 
 17 Ibidem. 
 18 Cfr. considerando segundo. 
 19 Ibidem. 
 20 Cfr. número 2º. 
 21 Para la averiguación de datos sobre su curriculum vitae, he manejado la base de datos en Internet de la Red Digital de 

Colecciones de Museos de España, ubicada en ceres.mcu.es. 
 22 Para la averiguación de datos sobre su curriculum vitae, he manejado la base de datos en Internet de la Real Academia de la 

Historia, ubicada en dbe.rah.es. 
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otorgado el título de Conde a uno de sus hijos) con florones tales como, por ejemplo, los de senador 
vitalicio, Ministro de Hacienda, Ministro de Estado, y Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, 
siempre de la mano del Partido Conservador, habiendo debido sentirse muy cómodo con la temática 
de estos dos pleitos de 1897 ganados por él, pues su discurso de aceptación del cargo de Presidente 
de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, publicado en 1911, versó sobre el tema 
«Concepto de la responsabilidad jurídica y su determinación legal en los casos de daños y 
perjuicios»23. No menos brillante acabó siendo el curriculum de don Joaquín RUIZ JIMÉNEZ, 
jienense de nacimiento, granadino de formación (se licenció en Derecho Civil y Canónico, en la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, con sólo 18 años) y madrileño de adopción24, 
pues antes de haberse fallado estos dos pleitos, en los que resultó vencido, había sido diputado por el 
distrito jienense de Martos25, confesando en una de sus publicaciones, realmente divertida y 
extraordinariamente bien escrita, que se sentía defensor «de las clases medias y proletarias»26, y 
figurando asimismo en su curriculum los florones de haber sido Alcalde de Madrid (por cuatro veces), 
senador vitalicio, y Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, así como de la Gobernación, 
siempre por el Partido Liberal, refiriéndose su discurso de ingreso en la Real Academia de Ciencias 
Morales y Políticas, que consta publicado en 1921, a sus queridos temas municipales27. Al igual que 
su ilustre oponente en estos pleitos, también disfrutó de una vida muy larga (siendo cincuentón 
engendró a su luego muy ilustre y conocidísimo hijo)28, falleciendo casi octogenario, en 1934. Era un 
hombre generoso, pues tuvo que asumir los fallos de las dos sentencias de 1897, los cuales 
condenaban a la viuda y al obrero accidentado recurrentes, concordemente, «al pago de las costas, y 
si viniere a mejor fortuna al de la cantidad de 1.000 pesetas, por razón de depósito, a que se dará la 
aplicación prevenida por la ley»29. Estas «1.000 pesetas» equivalían, en aquel lejano entonces, a una 
cifra astronómica para un obrero. Lo comprobaremos, al examinar más adelante qué es lo que 
llegaban a percibir, en concepto de pensión de viudedad, las viudas de magistrados de nuestro 
Tribunal Supremo. 

6. Frente a la brillantez de estos dos abogados, los diez magistrados de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo que fallaron las cuatro sentencias de 1897 y 1898, a que vengo refiriéndome, han 
de ser calificados, en cambio, como altos funcionarios grises (ascendían, como regla general, por 
rigurosa antigüedad en el escalafón, encontrándose en su cúspide quienes ocupasen el cargo de 
Presidente de alguna Audiencia Territorial y, especialmente, la Presidencia de la Audiencia Territorial 
de Madrid) y, si se prescinde de las sentencias, autos y providencias que escribían, también altos 
funcionarios ágrafos30. Sobre la base de que la planta de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo la 
integraban por aquel entonces un Presidente y ocho magistrados31, el exceso citado de uno habría 

                                                                        
 23 Esta publicación puede localizarse en el sitio en Internet de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, ubicado en 

www.rajyl.es. 
 24 Orgulloso de su madrileñismo, véanse sus Trabajos parlamentarios. Por Madrid (cumplimiento de un mandato electoral), M. 

Romero, impresor (Madrid, 1901), 285 págs. 
 25 Probando que no era cunero, véanse sus Apuntes para la historia de la provincia de Jaen, tomo I, Imprenta de D. Santiago de 

Guindos (Jaén, 1879), 512 págs. 
 26 Véase Conferencia dada en el Círculo de la Unión Industrial de Madrid «la noche del 2 de Abril de 1900», titulada «Para 

que la vida en Madrid, especialmente de las clases medias y proletarias, sea llevadera, y para que el Municipio pueda 
realizar las reformas y mejoras que los modernos progresos exigen, sobre todo en el ramo de la higiene pública, es de 
absoluta necesidad que se haga tributar al vecino madrileño, por la sola condición de serlo, más que a cualquiera otro de 
España, cuando entre las capitalidades de Estado ofrece Madrid la excepción de no recibir auxilio ni subvención alguna 
para atender a los gastos que la capitalidad le ocasiona» (puede localizarse en la base de datos en Internet de la Biblioteca 
Nacional de España, ubicada en bdh.bne.es). 

 27 Véase Nacionalización y municipalización de servicios colectivos. Discurso leído el día 18 de diciembre de 1921, Establecimiento 
tipográfico de Jaime Ratés (Madrid, 1921), 203 págs. 

 28 Se trata de Joaquín RUIZ-GIMÉNEZ  CORTÉS, Catedrático de Filosofía del Derecho en varias universidades y Ministro 
de Educación durante el franquismo, así como primer Defensor «democrático» del Pueblo español. 

 29 Cfr. sus respectivos Fallos. 
 30 Sus ascensos, así como los cambios de sus situaciones administrativas, pueden seguirse en la versión electrónica de la 

Gaceta de Madrid, a través del sitio en Internet de la Agencia del Boletín Oficial del Estado, ubicado en www.boe.es.  
 31 Véase artículo 2 del Decreto de 27 enero 1875 (Gaceta de Madrid de 28 enero 1875). 
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que atribuirlo a alguna causa, aunque con exclusión del cese por fallecimiento o por jubilación, que 
no se produjo en ninguno de estos diez casos (en mi opinión, dicha causa fue el pase a la condición 
de diputado de uno de ellos)32. Los ponentes de estas cuatro sentencias fueron don Francisco 
TODA Y TORTOSA, don Ricardo GULLÓN E IGLESIAS, don Pedro LAVÍN  Y OLEA y don 
Joaquín GONZÁLEZ  DE LA PEÑA, los cuales cesaron años después por cumplimiento de la edad 
reglamentaria de jubilación, no necesariamente forzosa (a los setenta años, como afirmaba la Ley 
Orgánica provisional del Poder Judicial de 1870, ¡hace ahora ciento cincuenta años!)33. Si tuviese que 
rescatar del «anonimato» judicial ðsobre el que escribió certeramente y sin pelos en la lengua, en su 
día, ALONSO OLEA34ð a algún magistrado adicional, siempre dentro de la grisalla de esos diez, me 
inclinaría por otro nombre, aunque insistiendo asimismo en el de uno ya mencionado. En primer 
lugar, don José DE ALDECOA Y VILLASANTE, quien presidía la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo, accediendo años después al cargo de Presidente del propio Tribunal Supremo, habiendo 
fallecido a los 79 años de edad, con la consecuencia de que en 1917, cuando falleció, la pensión de 
viudedad de una viuda de magistrado del Tribunal Supremo ascendía a «4.375 pesetas anuales»35 
(recuérdese que veinte años antes se había impuesto a la viuda de un trabajador ferroviario 
accidentado un depósito astronómico para recurrir, en cuantía de «1.000 pesetas»). En segundo lugar, 
el ya citado don Joaquín GONZÁLEZ  DE LA PEÑA, quien siete años después fue nombrado 
Ministro de Gracia y Justicia, en un Gobierno presidido por el gallego don Eugenio MONTERO 
RÍOS (verdadero camaleón político, quien llegó a presidir incluso el mismísimo Tribunal Supremo, 
seguramente por haber sido, a su vez, Ministro de Gracia y Justicia, aunque en el corto reinado de 
Amadeo de Saboya)36. Al escándalo provocado en las Cortes por la jurisprudencia civil sobre 
accidentes de trabajo creada por estos diez magistrados, me referiré dentro de un momento. 

III.  LA TRAMITACIÓN  PARLAMENTARIA  DE LA LEY DE ACCIDENTES  DE 
TRABAJO DE 1900, Y NOMBRES PROPIOS ASOCIADOS A ELLA  

7. La tramitación parlamentaria de la Ley de accidentes de trabajo de 1900 se inició con la 
remisión al Senado de un proyecto de ley, fechado el 30 noviembre 1899, que aparecía firmado por el 
entonces Ministro conservador de la Gobernación, el coruñés don Eduardo DATO IRADIER37. 
Acerca del afrancesamiento de este proyecto de ley, inspirado en la Ley francesa de accidentes de 
trabajo de 9 abril 1898, no voy a insistir más en este momento, limitándome ahora a remitir al mejor 
estudio monográfico sobre el tema con que contamos en la literatura jurídico-laboral española, que 
es un libro de ALZAGA RUIZ, primoroso estudio de Derecho hispano-francés comparado del 

                                                                        
 32 Fue el caso de don José DE GARNICA Y DÍAZ,  que no hacía más que ir y venir de la judicatura a la política, siempre 

con poco brillo. Al respecto, véase su curriculum vitae obrante en el sitio en Internet del Congreso de los Diputados, 
ubicado en www.congreso.es. 

 33 Cfr. su artículo 239, según el cual «podrán ser jubilados á su instancia ó por resolución del Gobierno é los Jueces de 
partido y Magistrados que hayan cumplido 70 [años]». 

 34 Véase ALONSO OLEA, M., Introducción al Derecho del Trabajo, 6ª ed., Civitas (Madrid, 2002), pág. 28, nota 19, en la que 
escribió con toda su autoridad y con fina ironía, acerca de la falta de cita nominal de doctrina científica por la 
jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo, lo siguiente: «En realidad la ignorancia mutua es fingida; pero los serios de 
ambos gremios la mantendrán, y harán bien, mientras por ambos no se abandone el silencio, y pasen a citarse 
nominativamente -la cita impersonal, la jurisprudencia es muy frecuente en la doctrina; la doctrina siempre impersonal en la 
jurisprudencia lo es mucho menos- en sus sentencias los unos, en sus libros los otros. Entre tanto son el Juez y el 
Magistrado los que en general se condenan a ser desconocidos qua juristas». Sobre el tema, con un planteamiento 
comparatista, véase MARTÍNEZ GIRÓN, J., «La cita nominal de doctrina científica por la jurisprudencia laboral. Un 
estudio de Derecho comparado», Revista Española de Derecho del Trabajo, núm. 150 (2011), págs. 333 y ss. 

 35 Sobre la pensión de viudedad en cuestión, véase Gaceta de Madrid de 27 septiembre 1917, relativa a «Dª. Bernarda Surga-
Cortés y Martín, viuda de D. Pedro Lavín y Olea, Presidente de Sala que fue del Tribunal Supremo», teniendo en cuenta 
que «se la declara con derecho á la pensión del Tesoro de 4.375 pesetas anuales, por Madrid» (pág. 799). 

 36 Acerca del posible acceso a la presidencia del Tribunal Supremo, por la vía de haber ostentado el cargo de Ministro de 
Gracia y Justicia, véase el artículo 146, núm. 1º, de la Ley provisional sobre organización del poder judicial de 1870. 

 37 Sobre él, véase GARCÍA VENERO, M., Eduardo Dato. Vida y sacrificio de un gobernante conservador, Diputación Foral de 
Álava-Consejo de Cultura (Vitoria, 1969), 376 págs. 
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Trabajo, publicado en 200238. Me ha llamado la atención ahora que la tramitación parlamentaria de 
este proyecto de ley se iniciase no en el Congreso de los Diputados, donde se sentaban todos los 
pesos políticos pesados de aquel momento, sino en el Senado (lo que, por lo demás, autorizaba la 
Constitución española entonces vigente de 1876)39. En mi opinión, esto se debió a la cintura política 
del promotor de dicho proyecto de ley y a su intento de agilizar al máximo la tramitación 
parlamentaria del mismo, pues había que tener en cuenta que en el Senado (presidido por el Capitán 
General don Arsenio MARTÍNEZ CAMPOS, famoso por su pronunciamiento militar restaurador 
de la monarquía borbónica, en 1874) compartían escaño en aquella época, entre otros variopintos 
personajes, obispos, tenientes generales, almirantes, Grandes de España e, incluso, magistrados del 
Tribunal Supremo. Acerca de la levedad de las críticas al proyecto efectuadas por los senadores, me 
limitaré a recordar que el Duque de Veragua, por aquel entonces líder de la oposición al Gobierno de 
don Eduardo DATO en el Senado, se limitó a afirmar sobre el proyecto, tras reconocer la dificultad 
de su temática para él (literalmente, «me pone en el caso, aunque reconociendo la insuficiencia de mis 
facultades, de decir poquísimas palabras a nombre de mis amigos que aquí se sientan, como 
representantes del partido liberal»)40 que «nosotros cumpliremos con nuestro deber de aplicar la ley, 
reservándonos el aceptarla como un ensayo, y manteniendo toda nuestra libertad de acción para 
corregir aquellos defectos y deficiencias que la experiencia nos enseñe que en la misma ley existen»41. 

8. En el Congreso de los Diputados (al que don Eduardo DATO pertenecía), en cambio, las 
discusiones sobre el proyecto de ley resultaron acaloradas y vehementes, especialmente allí donde el 
proyecto encomendaba provisionalmente a los tribunales civiles el conocimiento de los pleitos 
suscitados por la interpretación y aplicación de la ley. Al respecto, resonando todavía cercano el eco 
de las citadas cuatro sentencias civiles de 1897 y 1898, el diputado don Alberto AGUILERA (que 
sería, poco después, y por el partido liberal, Alcalde de Madrid) afirmaba que «ya se sabe, por 
desgracia, lo que en la práctica resulta de ciertas cuestiones llevadas a los tribunales»42, añadiendo que 
«cuando una cuestión de esta naturaleza entre el obrero y el patrono haya de ventilarse, puesta en 
manos de un juez de una aldea, de un juez de instrucción, influido por el caciquismo, influido por las 
corrientes políticas, quizá no se resuelva con arreglo a estricto derecho»43. En la misma línea, el 
granadino don José ESPAÑA Y LLEDÓ (catedrático de la Universidad de Granada, Alcalde de la 
propia ciudad y diputado no cunero, por el partido conservador), después de recordar que «el obrero 
es pobre é y que [el patrono] tiene abogados y procuradores a sueldo»44, sostenía que «el juicio 
verbal, tal y como está establecido en la ley de enjuiciamiento civil, y tal y como se interpreta y ha 
sido corrompido por la elasticidad que se le da en interés de la defensa por los jueces y por la retórica 
de los abogados, no es una fórmula práctica»45, trayendo a colación su propia experiencia forense, 
pues «yo, que soy abogado viejo, pudiera decir a S.S., recurriendo a mi pobre experiencia, que he 
tenido necesidad alguna vez de asistir a 60 sesiones en un juicio verbal por un interdicto en que no se 
litigaba nada»46. Más comedido, aunque también receloso siempre de los jueces, el diputado y 
catedrático don Gumersindo DE AZCÁRATE Y MENÉNDEZ  (luego primer presidente del 
Instituto de Reformas Sociales y, también, patrocinador de la Ley de represión de la usura de 23 julio 
1908, todavía vigente) propugnaba lo que yo antes denominaba metafóricamente una vuelta al arte 
prerrománico (según él, «somos partidarios de que en vez de regir el principio común, o sea que la 
prueba toque al demandante, la prueba toque al demandado, porque en estos casos, por las propias 

                                                                        
 38 Véase PIC, P., Estudio crítico de la Ley de accidentes de trabajo francesa de 9 de abril de 1898, Estudio preliminar y traducción Icíar 

ALZAGA RUIZ, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces (Madrid, 2002), 126 págs., con prólogo de Alfredo 
MONTOYA MELGAR. 

 39 A tenor de su artículo 41, «El Rey y cada uno de los Cuerpos Colegisladores tienen la iniciativa de las leyes». 
 40 Cfr. Diario de las Sesiones de Cortes. Senado, núm. 96 de 22 diciembre 1899, pág. 1768. 
 41 Ibidem. 
 42 Cfr. Diario de las Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados, núm. 107 de 17 enero 1900, pág. 3567. 
 43 Ibidem, pág. 3569. 
 44 Ibidem. 
 45 Ibidem. 
 46 Ibidem. 
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circunstancias, eso es lo que pide la justicia y la eficacia de las leyes»)47, mientras que el diputado don 
Lorenzo ÁLVAREZ CAPRA (un afamado arquitecto de la época, parte de cuya obra sigue todavía 
en pie en Madrid) sostenía, por su lado, que «aun considerando que la administración de justicia está 
en muy buenas manos, y que supongo a todos los señores jueces de primera instancia dignísimos, no 
podrá nadie negar que entre ellos, como en todas las profesiones y en todas las clases sucede, puede 
encontrarse algún rarísimo lunar, algún error o prevención, que lleve al juez a tirar algo de la cuerda, 
produciendo perjuicios de trascendencia»48. Don Eduardo DATO sólo intervino en el Congreso de 
los Diputados para contestar este tipo de observaciones anti-judiciales, aclarando: 1) al Sr. 
AZCÁRATE, que ofendería a la justicia «privar a la parte demandada de toda clase de garantías en el 
juicio»49, equivaliendo a ello «la presunción de que la demanda estaba acreditada por su sola 
presentación, y que las indemnizaciones reclamadas procedían sin la justificación de los hechos»50; 2) 
a los Sres. AGUILERA y ESPAÑA, que «en cuanto a que el obrero pueda carecer de medios de 
defenderse en los tribunales de justicia, sabe perfectamente el Sr. España que la justicia a los pobres 
se les administra gratuitamente (El Sr. España: Algunas veces.)»51, y además, que «no creo que 
debemos desconfiar de nuestros tribunales, y sería inferirles inmerecido agravio suponer que puedan 
influir en ellos pasiones políticas ni de ningún género (El Sr. Aguilera: E pur si muove.)»52; y 3) al Sr. 
ÁLVAREZ CAPRA, lo siguiente: «Háse lamentado también el Sr. Álvarez Capra de la intervención 
de los jueces en las cuestiones que se susciten entre obreros y patronos, expresando desconfianza 
acerca de las soluciones de los tribunales de justicia. ¿Cómo hemos de desconfiar del juez para 
someterle cualquiera duda que pueda surgir entre el obrero y el patrono, cuando al juez entrega la ley 
la fortuna, el honor y la vida de todos los ciudadanos?»53. 

9. Evidentemente, el precepto clave de la Ley de accidentes de trabajo de 1900 era su artículo 1, 
allí donde afirmaba que «para los efectos de la presente ley, entiéndese por accidente toda lesión 
corporal que el operario sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecuta por cuenta 
ajena»54. Sobre esta estructura del monumento, que deslegitimaba la doctrina de la culpa o 
negligencia del empresario sancionada por las citadas sentencias de 1897 y 1898, me limitaré a hacer 
hincapié sólo en tres aspectos. En primer lugar, el relativo a que fue una novedad introducida en la 
tramitación parlamentaria de la ley, pues el originario proyecto de ley enviado al Senado afirmaba, 
asimismo en su artículo 1, que «a los efectos de la presente ley entiéndese por accidente toda lesión 
corporal, producida por la acción súbita y violenta de una fuerza exterior»55. En segundo lugar, que 
en el cambio operado ðcomo meticulosamente ha puesto de relieve ALZAGA RUIZð resultó 
decisiva la «inspiración» del artículo 1 de la homónima ley francesa de 1898, especialmente en lo 
tocante a la afirmación de este último sobre la necesidad de que se tratase de accidentes «survenus par 
le fait du travail, ou à lõoccasion du travail»56. En tercer lugar, el que esta estructura basilar del monumento 
haya sido capaz de mantenerse incólume resistiendo el paso del tiempo (un francés diría «contre bonne 
fortune»), pues el artículo 156 de la vigente Ley General de la Seguridad Social de 2015 todavía 
continúa afirmando que «se entiende por accidente de trabajo toda lesión corporal que el trabajador 
sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena»57. 

10. La inspiración francesa era también evidente en el artículo 12 de nuestra Ley de 1900, a cuyo 
tenor «los patronos podrán sustituir las obligaciones definidas en los artículos 4º, 5º y 10º, o cualquiera 

                                                                        
 47 Ibidem, pág. 3567. 
 48 Ibidem, pág. 3571. 
 49 Ibidem, pág. 3568. 
 50 Ibidem. 
 51 Ibidem, pág. 3570. 
 52 Ibidem. 
 53 Ibidem, pág. 3572. 
 54 Medio-inciso primero. 
 55 Párrafo primero. 
 56 Véase PIC, P., Estudio crítico de la Ley de accidentes de trabajo francesa de 9 de abril de 1898, Estudio preliminar y traducción Icíar 

ALZAGA RUIZ, cit., pág. 50. 
 57 Apartado 1. 
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de ellas por el seguro hecho a su costa en cabeza del obrero de que se trate, de los riesgos a que se refiere 
cada uno de esos artículos respectivamente o todos ellos, en una Sociedad de seguros debidamente 
constituida, que sea de las aceptadas para este efecto por el Ministerio de la Gobernación, pero 
siempre a condición de que la suma que el obrero reciba no sea inferior a la que correspondiera con 
arreglo a esta ley». Lo ha investigado ALZAGA RUIZ con meticulosa acribia, reproduciendo las 
palabras del mentor de la ley francesa de 1898, según el cual «en Francia nos faltó muy poco para 
seguir el sistema germánico del seguro obligatorio, pero tras varias indecisiones y retrasos de los que 
debemos felicitarnos ya que nos han ahorrado una imitación de un sistema que atentaba contra 
nuestras tradiciones, nuestro temperamento y nuestro orgullo nacional, las Cámaras ðy no tengo 
suficientes palabras para alabarlasð han decidido desterrar el seguro obligatorio en materia de 
accidentes, así como toda importación que provenga de más allá del Rin»58. En este punto, sin 
embargo, nuestro monumento jurídico se derrumbó y, como se sabe, acabaron imponiéndose las 
tesis del Príncipe Otto VON BISMARCK y demás «boches» (recuérdese, vencedores de Napoleón III  
en los campos de batalla Sedán)59, pues el primer seguro social obligatorio de accidentes de trabajo, 
relativo a los accidentes de mar, se implantó en España poco después de la derrota del Imperio 
alemán en la Primera Guerra Mundial, operando dicha novedad «germánica» un Real Decreto de 14 
octubre 191960. 

11. A pesar de este derrumbe, así como de algún que otro desconchón o grieta, la grandeza 
jurídica del monumento sigue conmoviendo todavía y, consecuentemente, toda la grandeza política 
de su promotor. Como antes anticipaba, debemos a una antipática intervención parlamentaria del 
primer Conde de Romanones, personaje con el que tradicionalmente se asocian la política española y 
la palabra «cacique»61, el haber bautizado la ley de accidentes de trabajo de 1900 como «ley Dato». En 
efecto, en su intervención ocurrida el día 17 enero 1900, durante la tramitación parlamentaria del 
proyecto de ley en el Congreso de los Diputados, intervino dicho Conde (sin réplica de don Eduardo 
DATO), para afirmar malévolamente ðdespués de pronosticar que la ley de su correligionario 
político conservador no se cumpliría (literalmente, «discutir una ley como ésta, así, como de paso, 
como si se tratara de una ley de carreteras me parece que no es lo que debiera ser, porque aquí se va 
persiguiendo algo útil y no tener en los archivos una ley más de esas que no se cumplen, porque lo 
que sobra en España son leyes»)62ð lo siguiente: «Únicamente servirá para señalar el primer paso que 
se da en este camino de las reformas sociales, que son tan necesarios, y además para satisfacer el 
deseo bien justo, que hace tiempo persigue el Sr. Dato, de que antes de dejar el Ministerio haya una 
ley que lleve su nombre; y yo, como quiero mucho al Sr. Dato, desearía que esta ley, que ha de llevar 
su nombre, fuera una ley formal, porque si no, nadie la conocerá por el nombre de ley Dato, puesto 
que no se practicará»63. 

IV.  LA JURISPRUDENCIA CIVIL  SOBRE ACCIDENTES  DE TRABAJO 
INMEDIATAMENTE  SUBSIGUIENTE  A LA PROMULGACIÓN  DE LA LEY 
DE 1900, Y NOMBRES PROPIOS ASOCIADOS A ELLA  

12. El fundamental artículo 14 de la Ley de accidentes de trabajo, relativo a que «mientras se 
dictan las disposiciones relativas a los Tribunales o jurados especiales que han de resolver los 

                                                                        
 58 Véase PIC, P., Estudio crítico de la Ley de accidentes de trabajo francesa de 9 de abril de 1898, Estudio preliminar y traducción Icíar 

ALZAGA RUIZ, cit., pág. 27. 
 59 Extrayendo consecuencias, véase MONEREO PÉREZ, J.L., «Prólogo» a ARUFE VARELA, A., El seguro social de 

dependencia en Alemania. Un comentario del Libro XI  del Código alemán de Seguridad Social, con su traducción íntegra al español, Atelier 
(Barcelona, 2019), pág. 11. 

 60 Al respecto, véase MARTÍNEZ GIRÓN, J., Una introducción histórica al estudio de las fuentes del Derecho español de la Seguridad 
Social, cit., pág. 31. 

 61 Al respecto, véase MORENO LUZÓN, J., «El conde de Romanones y el caciquismo en Castilla (1888-1923)», 
Investigaciones históricas. Época moderna y contemporánea, núm. 16 (1996), págs. 145 y ss. 

 62 Cfr. Diario de las Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados, núm. 107 de 17 enero 1900, pág. 3572. 
 63 Ibidem. 
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conflictos que surjan en la aplicación de esta ley, entenderán en ellos los Jueces de primera instancia, 
con arreglo a los procedimientos establecidos para los juicios verbales y con los recursos que 
determina la ley de Enjuiciamiento civil», fue desarrollado ðdentro del plazo marcado por el artículo 
20 de la propia Ley64ð por el Capítulo III,  artículos 27 a 36, del Real Decreto de 28 julio 1900, 
aprobando el reglamento para la aplicación de la Ley de accidentes de trabajo, firmado por «Eduardo 
Dato, Ministro de la Gobernación»65. En lo esencial, esta norma reglamentaria introducía dos 
aclaraciones, que acentuaban el contraste con el contexto procesal existente antes de la promulgación 
de la Ley, y al que se habían atenido las citadas Sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
de 1897 y 1898. De un lado, se indicaba que «los hechos que no se relacionen con incumplimiento de 
la ley y que constituyan diferencias de apreciación entre las partes litigantes, serán objeto de la 
correspondiente demanda ante el Juez de primera instancia, conforme a lo dispuesto en el artículo 14 
de la ley»66. De otro lado, se proclamaba que «en los juicios verbales se considerará siempre al obrero 
como litigante pobre»67. Este nuevo contexto legal y reglamentario, sustantivo y procesal, propició 
que se produjese un giro copernicano en la jurisprudencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
sobre accidentes de trabajo, inmediatamente subsiguiente a la promulgación de la Ley de 1900, con 
nuevos nombres propios, la cual recogería el guante lanzado por la retórica pregunta de don 
Eduardo DATO, a que antes hice referencia (recuérdese, «¿Cómo hemos de desconfiar del juez para 
someterle cualquiera duda que pueda surgir entre el obrero y el patrono, cuando al juez entrega la ley 
la fortuna, el honor y la vida de todos los ciudadanos?»). 

13. Prueba ese giro copernicano, contundentemente, una Sentencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo de 17 junio 190368, relativa a un obrero que había quedado ciego trabajando en un 
centro de trabajo zaragozano de fabricación de pilas eléctricas, asignado «a los talleres de fundición 
de plomo y emplastes, en el que se emplean como materiales sustancias tóxicas cuales son el minio, 
el litargirio u óxido de plomo y el ácido sulfúrico»69. Según ella, confirmando la Sentencia de segunda 
instancia, la Ley de 1900 protegía al obrero no sólo frente a los accidentes de trabajo, sino también 
frente a las enfermedades del trabajo, pues ðsobre la base de que la Ley «no define el accidente con 
referencia a un suceso repentino más o menos imprevisto»70ð debía aceptarse que «la lesión 
consistente en la pérdida completa de la vista que sufrió el operario Joaquín Julián Gracia, a 
consecuencia, según estima la Sala sentenciadora, de la intoxicación llamada saturnina, no puede 
menos de calificarse como un accidente en el sentido de la ley citada»71, especialmente teniendo en 
cuenta que «afectando a la integridad del organismo del individuo, le causó un daño o detrimento 
corporal, cuya responsabilidad alcanza a la sociedad denominada òAcumulador Tudoró, como 
consecuencia natural y próxima o hecho inherente a la explotación industrial a que se dedica»72. 
Evidentemente, este nuevo elemento arquitectónico (que yo calificaba antes como de estilo neo-
gótico) añadido a nuestro primigenio monumento «medieval» sólo podía calificarse como auténtico 
elemento estructural reforzador del mismo, pues sin esta novedosa jurisprudencia civil resultaría 
inexplicable el posterior Decreto franquista de 3 septiembre 194173, desgajando del seguro 
obligatorio de accidentes de trabajo en la industria el seguro obligatorio de silicosis, «embrión del 

                                                                        
 64 Literalmente relativo a que «el Gobierno dictará, en el término de seis meses, los reglamentos y disposiciones necesarios 

para el cumplimiento de esta ley». 
 65 Gaceta de Madrid de 30 y 31 julio 1900. 
 66 Artículo 34. 
 67 Artículo 35. 
 68 Jurisprudencia Civil. Colección legislativa de España, tomo XIII,  volumen I de 1903, Imprenta de la Revista de Legislación 

(Madrid, 1903), págs. 944 y ss. 
 69 Ibidem, pág. 945. 
 70 Ibidem, pág. 951. 
 71 Ibidem. 
 72 Ibidem. 
 73 Véase MARTÍNEZ GIRÓN, J., Una introducción histórica al estudio de las fuentes del Derecho español de la Seguridad Social, cit., 

pág. 31. 
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posterior seguro obligatorio de enfermedades profesionales creado en 1947»74 (por cierto, «con 
anterioridad, una ley de 13 julio 1936 había dado regulación, por vez primera en España, a las 
enfermedades profesionales», aunque debe tenerse en cuenta que se trataba «de una ley que cayó en 
desuetudo, por causa de nuestra guerra civil»)75. 

14. En la misma línea, resulta indeclinable la cita de una Sentencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo de 11 julio 190876, relativa al siguiente supuesto de hecho: 1) «Don Pedro Gato 
Rego celebró un contrato con la Compañía Naviera òBató, por virtud del cual había de ir a trabajar 
para la misma en el vapor Laurak bat, de la matrícula de Bilbao, que se hallaba a la sazón en un 
puerto de Inglaterra»77; 2) a tal fin, «embarcó por cuenta de aquella Compañía, en el vapor Uriarte 
número 2, é y habiendo sido abordado este buque, al hacer la travesía, por el vapor inglés Torrington, 
naufragó aquel en el Mar del Norte la noche del 29 de abril de 1905, pereciendo en el naufragio»78; y 
3) «el referido Pedro Gato é estaba casado é, y de este matrimonio tenía dos hijos»79, por lo que su 
viuda «por sí y como madre de sus referidos menores, promovió ante el Juzgado de primera instancia 
del distrito del Ensanche, de Bilbao, demanda en juicio verbal por el referido accidente»80, alegando 
«en esencia, que, como viuda de Gato, tenían perfecto derecho a indemnización con arreglo al 
artículo segundo de la ley de Accidentes del Trabajo»81. Pues bien, la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo desestimó el recurso de casación interpuesto por la naviera demandada («desde el 
embarque empezó el cumplimiento de la obligación para el obrero»82; «los fundamentos en que se 
inspira la ley de accidentes del trabajo de 30 de enero de 1900, al otorgar a los obreros los beneficios 
en ella contenidos, impiden circunscribir el alcance y extensión que debe darse a los artículos 
primero y segundo a términos concretos o excluyentes»83; «el citado obrero no puede merecer el 
concepto de pasajero respecto de la Compañía que con él contrató el trabajo»84, etc.), abriendo así un 
nuevo capítulo en la conformación del régimen jurídico español del accidente de trabajo, al injertar 
en él lo que ðdesde el año 1954ð se conocería con el nombre de «accidentes de trabajo in itinere»85. 
Curiosamente, al igual que sucedió con tantas y tantas torres-agujas neo-góticas de aquel momento, 
la evidencia de haberse consumado la construcción de este nuevo elemento arquitectónico parece 
imposible de certificar, al menos en España, debiéndose las continuas novedades jurisprudenciales 
que actualmente padecemos sobre este tema de los accidentes de trabajo de trayecto, en mi opinión, 
al hecho de que el artículo 156, apartado 2, letra a), de la vigente Ley General de la Seguridad Social 
arrastre cierto «pecado original» todavía no redimido, en cuyo análisis no entro, pues será específica y 
brillantemente abordado, con carácter monográfico, en este mismo Congreso86. 

15. En estas dos sentencias de 1903 y 1908, figuran los nombres de cuatro abogados (como es 
lógico, dos por la parte obrera y los otros dos por la parte patronal), aunque sólo brillase el de don 
Isidoro DE LA CIERVA Y PEÑAFIEL, afirmando la sentencia de 1908 que el pleito que enjuiciaba 
se encontraba «pendiente ante Nos en virtud de recurso de casación por infracción de ley, 
interpuesto por el Procurador D. Luis Lumbreras, bajo la dirección del Letrado D. Isidoro de la 

                                                                        
 74 Ibidem, pág. 32. 
 75 Ibidem, pág. 31 y nota 13. 
 76 Jurisprudencia Civil. Colección legislativa de España, tomo XXIX,  volumen II  de 1908, Imprenta de la Revista de Legislación 

(Madrid, 1910), págs. 762 y ss. Sobre ella, véase CARRIL VÁZQUEZ, X.M., La seguridad social de los trabajadores del mar, 
Civitas (Madrid, 1999), pág. 352. 

 77 Resultando primero. 
 78 Ibidem. 
 79 Ibidem. 
 80 Resultando segundo. 
 81 Ibidem. 
 82 Cfr. Considerando primero. 
 83 Cfr. Considerando segundo. 
 84 Cfr. Considerando quinto. 
 85 Véase MARTÍNEZ GIRÓN, J., ARUFE VARELA, A. Y CARRIL VÁZQUEZ, X.M., Derecho de la Seguridad Social, 4ª ed., 

Atelier (Barcelona, 2017), pág. 104. 
 86 Véase VIZCAÍNO  RAMOS, I., «El pecado original, nunca redimido, del artículo 156.2.a) de la Ley General de la 

Seguridad Social», publicado en este mismo volumen. 
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Cierva, en representación de la compañía [naviera] òBató»87. Fue un prócer murciano, diputado por 
el distrito de Murcia cuando dicho recurso de casación se tramitaba, habiendo sido luego senador, 
senador vitalicio e, incluso, Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, aunque sólo durante 
cuarenta y ocho horas, resultando ser especialmente querido en su distrito, en donde patrocinó la 
creación de la Universidad de Murcia, en 191588. Fue tío del célebre inventor del autogiro, así como 
tío abuelo de cierto conocido catedrático de Historia y Ministro durante la transición del franquismo 
a la democracia, habiendo llegado a publicar dos libros y un «epílogo», entre los que merece ser ahora 
especialmente recordado el libro suyo titulado El agua en la Región Murciana, del año 192589, en el que 
vehementemente defendía que la ciudad de Murcia debía considerarse capital legítima de lo que 
denominaba la «Región de Murcia» (incluyendo porciones de Almería, Albacete y Alicante), pues 
«para concluir: el agua [del río Segura] en su aspecto físico y la Universidad en el espiritual, 
personalizan a la Región: son su sangre y su alma»90. 

16. También en las citadas sentencias de 1903 y 1908, figuran los nombres de hasta trece 
magistrados de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, tres de los cuales habían fallado las 
asimismo citadas sentencias de 1897 y 1898 (entre ellos, don José DE ALDECOA Y 
VILLASANTE, que continuaba presidiendo la Sala), cuya doctrina revocó la Ley de accidentes. 
Como curiosidad, apuntaré que el juez Oliver Wendell HOLMES, Jr., fue coetáneo de estos jueces, 
pues ingresó al servicio de la Corte Suprema de los Estados Unidos en 1902 (permaneció en ella 
hasta su retiro por jubilación voluntaria, a la edad de 90 años, en 1932)91. De entre esos trece 
magistrados españoles, ya totalmente redimidos de suspicacias caciquiles y anti-obreras, merece ser 
recordado (en mi opinión, como el verdadero «Holmes español») el magistrado asturiano don Víctor 
COVIÁN Y JUNCO. Accedió al Tribunal Supremo desde la presidencia de la Audiencia Territorial 
de Pamplona, en 1901, y es autor de una obra científica sorprendente e inmensa, la cual ha sido 
objeto incluso de estudios monográficos específicos (como le sucedió al juez HOLMES con la suya), 
relativos a ella92. En esa obra científica suya, brillan aportaciones entonces de vanguardia (por 
ejemplo, «Del teléfono como medio de prueba en materia civil y mercantil», de 1897)93, aportaciones 
de Derecho comparado (por ejemplo, Legislación extranjera: Códigos de procedimiento penal. Sistema mixto. 
Francia, Bélgica e Italia, Traducción, notas y concordancias de Víctor Covián y Junco, de 1886)94, 
aportaciones de Derecho Civil foral (por ejemplo, El derecho civil privado de Navarra y su codificación: 
estudio histórico-crítico, de 1914)95, aportaciones de Derecho Penal (por ejemplo, «Ejercicio de la acción 
penal contra los ministros de la Corona por delitos cometidos antes del cargo. Tribunal competente 
para conocer de los mismos», de 1896)96, aportaciones de Derecho judicial (por ejemplo, «[Respuesta 
de Víctor Covián y Junco a la] Encuesta de actualidad. ¿Es usted partidario del régimen de 
antigüedad como único sistema para ascensos y traslados en las carreras judicial y fiscal?», de 1920)97 

                                                                        
 87 Cfr. encabezamiento de la sentencia. 
 88 Para su curriculum vitae he manejado la citada base de datos en Internet de la Real Academia de la Historia, ubicada en 

dbe.rah.es. 
 89 Véase El agua en la Región Murciana. Artículos publicados en «El Tiempo» de Murcia durante los meses de septiembre, octubre, noviembre y 

diciembre de 1924 y enero de 1925, Imprenta de El Tiempo (Murcia, 1925), 144 págs. Además, DE LA CIERVA, I., De Murcia 
a Marmolejo: rápidas impresiones de viaje, mayo y junio de 1925, Imprenta El Tiempo (Murcia, 1925), 92 págs.; y DE LA 
CIERVA, I., «Epílogo» a L. BALERIOLA RAMÍREZ, La sericultura en la región murciana. Breves estudios acerca de su pasado, el 
presente y su porvenir, Imprenta de San Francisco (Murcia, 1928), 40 págs. 

 90 DE LA CIERVA, I., El agua en la Región Murciana. Artículos publicados en «El Tiempo» de Murcia durante los meses de septiembre, 
octubre, noviembre y diciembre de 1924 y enero de 1925, cit., pág. 8. 

 91 Sobre él, a título de brillantes recensiones de libros, véanse HURST, W., «Justice Oliver Wendell Holmes: The proving 
years 1870-1882», Harvard Law Review, vol. 77 (1963), págs. 382 y ss.; y GRIB, Ph.J., «Justice Holmes redivivus», Judicature, 
vol. 74 (1990), págs. 108 y ss. 

 92 Al respecto, véase DÍAZ  GARCÍA, F., «El juez Víctor Covián y Junco. Aproximación a su vida y a su obra», Jueces para la 
Democracia. Información y debate, núm. 63 (2008), págs. 39 y ss. 

 93 Revista de los Tribunales y de Legislación Universal, tomo XXXI  (1897), págs. 4-8 y 41-45. 
 94 Imprenta de los Hijos de J.A. García (Madrid, 1886). 
 95 Centro Editorial de Góngora (Madrid, 1914), 463 págs. 
 96 Revista de los Tribunales y de Legislación Universal, tomo XXX (1896), págs. 17-24. 
 97 Revista de los Tribunales y de Legislación Universal, tomo LIX  (1920), págs. 326-327. 
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e, incluso, aportaciones de Derecho del Trabajo (por ejemplo, «El contrato de empleo y el derecho a 
la huelga y a la asociación con fines de resistencia», de 191998; o también, «El amor al obrero», de 
192199). Cuando estaba a punto de cumplir 70 años, fue nombrado Fiscal General del Estado, 
permaneciendo en este cargo (y siempre brillando) hasta su jubilación como Fiscal a los 75 años 
(cosa entonces perfectamente posible)100, en 1923, falleciendo cuatro años más tarde. A diferencia de 
otros colegas suyos, no pudo pillarle la sectaria Ley republicana de 8 septiembre 1932, carente de 
denominación, según la cual ðal modo de una «depuración» de individuos incómodos, 
supuestamente no afectosð «podrán ser jubilados, cualquiera que sea su edad [sic], a su instancia o 
por resolución del Gobierno, todos los Jueces de instrucción, Magistrados y funcionarios del 
Ministerio fiscal»101, añadiendo a ello que «quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo 
preceptuado en la presente Ley, que estará en vigor desde el día de su publicación en la Gaceta de 
Madrid [cosa que ocurrió el 14 septiembre 1932] hasta el día 1º de enero de 1933»102, esto es, durante 
sólo tres meses y medio infames, aunque suficientes para consumar la perpetración de dicho 
autoritario y antidemocrático atropello. 

V. EPÍLOGO  

17. Don Eduardo DATO falleció asesinado el día 8 marzo 1921, siendo Presidente del Consejo 
de Ministros. Y aunque sorprenda a algunos, su Ley de accidentes de trabajo de 30 enero 1900 nunca 
fue derogada, sino que se transformó en otra, denominada «Ley reformada relativa a los Accidentes 
del trabajo» de 10 enero 1922103, cuya única referencia expresa a la Ley Dato aparecía contenida en su 
artículo 38, allí donde afirmaba que «el Ministro del Trabajo, oído el Instituto de Reformas Sociales, 
reformará los Reglamentos dictados para la aplicación de la ley de 30 de Enero de 1900, en armonía 
con las disposiciones de la presente, y dictará las necesarias para el cumplimiento de la misma»104. En 
esta Ley de 1922, que bien podría denominarse «Ley Dato II» o «Ley Dato reformada», todo evoca la 
figura de don Eduardo DATO, empezando por el hecho de que la firmase nuestro tercer Ministro de 
Trabajo, don Leopoldo MATOS, resultando ocioso recordar que el Real Decreto de creación del 
Ministerio de Trabajo, de fecha 8 mayo 1920, aparece firmado en la Gaceta de Madrid por «El 
Presidente del Consejo de Ministros. EDUARDO DATO». La tramitación parlamentaria de la «Ley 
Dato II» daría, con holgura, para escribir otro ensayo. Me limitaré a poner de relieve ahora, para 
concluir, que su tramitación parlamentaria fue querida por el propio DATO, iniciándose la misma 
con la publicación en la Gaceta de Madrid del correspondiente proyecto de ley105, fechado el día 25 
febrero 1921 (en consecuencia, quince días antes del asesinato de don Eduardo DATO) y firmado 
por don Carlos CAÑAL Y MIGOLLA, que fue el primer Ministro español de Trabajo. 

                                                                        
 98 Revista General de Legislación y Jurisprudencia, núm. 134 (1919), págs. 5 y ss. 
 99 Revista General de Legislación y Jurisprudencia, núm. 138 (1921), págs. 224 y ss. 
 100 Véase, a mirar con mucha simpatía, ARUFE VARELA, A., «Prolongación de la edad y elección del momento de la 

jubilación. Sus efectos sobre el trabajo. Realidades y fantasías», en el volumen Por una pensión de jubilación, adecuada, segura y 
sostenible, tomo I, Laborum (Murcia, 2019), págs. 91 y ss. 

 101 Artículo 1. 
 102 Artículo 8. 
 103 Gaceta de Madrid de 11 enero 1922. 
 104 Párrafo primero. 
 105 Véase Gaceta de Madrid de 12 marzo 1921. 



 

 

TÍTULO  II.  EL ACCIDENTE  DE TRABAJO Y LA 
ENFERMEDAD  PROFESIONAL  EN  CONTINUA  

DELIMITACIÓN  

PONENCIAS 

CAPÍTULO I.  EL CONTIN UO DESBORDAMIENTO  
Y EXPANSIÓN  DEL  CONCEPTO DE ACCIDENTE  

DE TRABAJO 

JOAQUÍN GARCÍA MURCIA 
Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad Complutense 

I.  LAS DISTINTAS  DIMENSIONES  DEL  ACCIDENTE  DE TRABAJO Y SUS 
DIFICULTADES  DE DEFINICIÓN  

El accidente de trabajo es una institución jurídica sobre la que operan diversos grupos 
normativos. Sin perjuicio de que también puedan intervenir en este terreno otros segmentos del 
ordenamiento jurídico, especialmente los que tienen que ver con la rama del seguro, la regulación de 
los accidentes de trabajo pertenece de manera principal, como es de sobra conocido, al ámbito de la 
seguridad social y al campo de la prevención de riesgos laborales. Ambos sectores han discurrido en 
ocasiones a través de un mismo cauce normativo, o se han visto involucrados en un mismo 
instrumento legal, pero desde hace tiempo, al menos en la experiencia española, su labor reguladora 
camina por senderos distintos, bien es cierto que en paralelo y, como no podía ser menos, con 
evidentes puntos de contacto. Al fin y al cabo, la imposición de deberes de seguridad y salud en el 
trabajo conduce, por unos u otros vericuetos, al establecimiento de mecanismos de aseguramiento 
ante la eventualidad de un siniestro. Es verdad que el proceso de construcción de los 
correspondientes sistemas normativos cuenta con un mismo punto de partida, pero no pasaron 
muchas décadas hasta que el sistema de previsión social y el sistema de seguridad y salud en el 
trabajo tomaron sus propios derroteros. En el caso español, ambos sistemas germinaron 
prácticamente con la legislación de accidentes de trabajo de principios del siglo pasado, pero la 
progresiva emergencia de normas específicas de seguridad e higiene en el trabajo y, sobre todo, la 
incorporación de las normas aseguradoras del accidente de trabajo a un sistema unificado de 
seguridad social, consolidaron aquella temprana tendencia a la separación. 

La existencia de esos dos grandes bloques normativos para el accidente de trabajo pone de 
relieve la doble dimensión de esta clase de aconteceres en la vida de las personas y, particularmente, 
en los ámbitos de trabajo. El accidente es riesgo y es siniestro. Produce un resultado dañoso 
merecedor de protección, pero también presupone una situación de peligro que hay que atender en 
cualquier caso, al margen de que formalmente llegue a traducirse o no en un daño perceptible. En 
esencia, la idea de accidente de trabajo a efectos de su prevención y protección se construye sobre la 
base de existencia de un riesgo que puede convertirse en siniestro. Las primeras normas sobre 
accidentes de trabajo se ocuparon al mismo tiempo de ambas facetas, la preventiva y la protectora. 
Sin embargo, con posterioridad la dimensión de riesgo ha quedado circunscrita a las normas sobre 
seguridad y salud en el trabajo, que tienen por cometido característico la indagación y toma de 
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conciencia acerca de los riesgos del trabajo y la adopción de las pertinentes medidas de prevención y 
control. De ahí que para las normas de seguridad e higiene no importe tanto el hecho en sí del 
accidente como la idea de riesgo o peligro, aunque ésta vaya asociada de modo inevitable a la 
eventualidad, más o menos probable, de producción de un siniestro. El concepto de òriesgo grave e 
inminenteó proporcionado por nuestra legislación interna de prevención de riesgos laborales, e 
incluso su deliberada remisión a la legislación de seguridad social en lo que tiene que ver con la 
definición del accidente de trabajo, son buena prueba de esa toma de posición, como lo son, 
asimismo, las nociones de òaccidentes mayoresó o òcuasi accidentesó que barajan los convenios de la 
Organización Internacional del Trabajo a efectos preventivos, en tanto que atienden a la 
probabilidad o previsibilidad del daño en mayor grado que a las resultas del acontecimiento luctuoso, 
sin perjuicio de los inexcusables deberes de auxilio que concurren en ese ámbito de la seguridad y 
salud en el trabajo. 

En cambio, la dimensión de siniestro, de daño o de lesión ínsita en el concepto de accidente de 
trabajo constituye el principal objeto de atención para las normas de previsión o seguridad social, a 
las que importa sobre todo la protección de la víctima y de quienes de ella dependen. Por ello, en 
este otro lado de la frontera el accidente de trabajo pasa a formar parte del haz de contingencias de la 
seguridad social, aunque a decir verdad es una contingencia muy singular. Es sin duda la más 
veterana, o cuando menos de las más veteranas, pero también es algo más que una simple 
contingencia, lo cual, dicho sea de paso, puede explicar su carácter pionero y prioritario en los 
sistemas de protección social. Si bien se mira, el accidente de trabajo es una vicisitud de la vida 
laboral de la que pueden derivar situaciones de necesidad muy variadas desde el punto de vista de la 
planificación y prestación de la acción protectora propia de los sistemas de previsión social: 
alteración de la salud, lesiones permanentes, incapacidad transitoria o permanente, muerte y 
supervivencia de familiares. Podría decirse, en consecuencia, que el accidente de trabajo es una 
contingencia matriz o radical, pues es fuente o raíz de otras muchas contingencias. Si las 
contingencias de seguridad social se pueden reconducir normalmente a situaciones de necesidad, por 
los efectos (clínicos o económicos) que producen en la persona que las sufre, el accidente de trabajo 
constituye más bien un acto o acontecimiento del que pueden derivar diferentes consecuencias. Visto 
con distancia suficiente, es el resultado de un proceso complejo que tiene como presupuesto o punto 
de partida la realización de una actividad profesional teñida de riesgo y que se actualiza con la 
concurrencia del siniestro, en el que, por cierto, pueden intervenir factores de muy diversa 
consideración. 

Riesgo y siniestro, por lo tanto. Son las dos posibles acepciones del accidente de trabajo, que 
constituyen al mismo tiempo otras tantas manifestaciones de su carácter bifronte o bipolar. Dos 
caras distintas, pero con muchas notas en común. La primera de ellas es su perfil profesional, que 
incluye tanto en su caracterización como en su modo de tratamiento. Es legítimo incluir el accidente 
de trabajo entre los riesgos sociales, pues nadie duda de su envergadura y su relevancia desde el 
punto de vista social. Sin embargo, su ligazón con el trabajo es imborrable, por mucho que se 
incorpore a plataformas de protección de más amplio recorrido. De ahí que no pueda existir 
accidente de trabajo sin conexión con el trabajo. De ahí que se pueda justificar tanto la imposición de 
obligaciones como la exigencia de responsabilidades a quien se pone al frente de la organización 
productiva en la que se desarrolla el trabajo. De ahí, en fin, que la regulación del accidente de trabajo 
tenga siempre cierto aroma de especialidad, y que en algunos casos constituya una òfranjaó dentro de 
un conjunto normativo de más amplio espectro. Las normas de seguridad y salud en el trabajo son 
por definición normas de proyección profesional, y las normas referidas a los riesgos profesionales 
dentro de los sistemas de seguridad social no dejan de constituir una especie de cuña dentro de una 
acción protectora tendencialmente global y universal, con todos los matices que ello entraña desde el 
punto de vista de la constitución y activación de la relación de aseguramiento. La vinculación al 
medio profesional es, en definitiva, elemento intrínseco a la noción de accidente de trabajo, y por ello 
en su definición siempre habrá que referirse al trabajo y siempre habrá que trazar alguna línea de 
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separación entre trabajo y no trabajo, o, como sugiere la experiencia legislativa, entre trabajos 
protegidos y trabajos excluidos. 

Una segunda nota común a las acepciones de riesgo y siniestro propias del accidente de trabajo 
es su ineludible raigambre en las cosas de la vida. El accidente de trabajo puede ser concebido como 
idea o constructo intelectual, como tantos otros productos de la capacidad de imaginación del ser 
humano. Pero como objeto de regulación es ante todo un hecho, o un conjunto de hechos 
entrelazados que contribuyen a un resultado final. Como ya hemos dicho, es el resultado de un 
proceso de mayor o menor complejidad que parte de la existencia de un riesgo y que se activa por la 
concurrencia de una determinada causa, con la posibilidad de que tanto en sus inicios como en su 
desarrollo se produzcan interferencias de muy diverso tipo, personales o materiales. Además, es una 
contingencia extremadamente dependiente de la realidad circundante, que no amenaza por igual a 
quienes viven de una actividad profesional ni se manifiesta de la misma manera en todos los ámbitos 
de trabajo, sino que, tanto en sus posibilidades de actualización como en sus detonantes y en sus 
concretas consecuencias, depende de modo muy directo de las condiciones y características de cada 
sector de actividad e incluso de cada tipo de trabajo. Sus daños personales, por otra parte, pueden ser 
de muy variada especie y muy distinto grosor. Es un suceso, en fin, en el que no hay que descartar 
que confluyan agentes propios del medio profesional con otras facetas más propias de la persona del 
trabajador o de sus decisiones vitales. ¿Qué es, entonces, el accidente de trabajo? ¿Cómo definir una 
institución tan compleja y variopinta? 

No es tarea sencilla, desde luego, ni la identificación y comprensión plena de todos los 
elementos e ingredientes del accidente de trabajo, ni, mucho menos, la traslación fiel de su 
morfología y su compleja composición al terreno de las previsiones legales o de los mandatos 
normativos. No es fácil describir con una fórmula lingüística todo el proceso que va implícito en el 
accidente de trabajo, ni tampoco lo es, por la misma razón, construir un concepto legal capaz de 
abarcar toda la potencialidad del fenómeno subyacente. Es bastante complicado prever con 
anticipación toda la panoplia de daños que pueden deparar los medios y lugares de trabajo, y no 
parece estar muy al alcance de la mano la tarea de pergeñar una figura jurídica suficientemente apta 
como para albergar todas las hipótesis posibles de lesiones o siniestros. Pero es evidente, al mismo 
tiempo, que a partir de un cierto nivel de desarrollo social y normativo no basta con una mera 
aproximación casuística al fenómeno de referencia, ni puede operarse ðen el ámbito jurídico pero 
también en el de las organizaciones productivasð con una simple enumeración de posibles supuestos, 
a diferencia, por cierto, de lo que en un determinado momento se consideró pertinente para las 
enfermedades profesionales. Se hace de todo punto necesaria la acuñación legal de un concepto que 
reúna suficientes dosis de abstracción y generalidad no sólo para abarcar razonablemente el conjunto 
de la realidad normada, sino también para conseguir una mínima pervivencia a lo largo del tiempo y 
poder afrontar de modo óptimo las continuas transformaciones del sistema productivo y de las 
prestaciones de trabajo en las sociedades desarrolladas. En buena lógica, la definición legal ha de 
conjugar precisión con flexibilidad, consistencia con dinamismo, contundencia con capacidad de 
modulación. Situada en el terreno de la protección de la víctima, y distanciada ya del plano 
estrictamente preventivo, es claro que la definición de accidente de trabajo debe estar pendiente ante 
todo del resultado del siniestro, pero también debe tomar buena nota del proceso que conduce hasta 
ese punto de llegada, tanto en lo que se refiere a su origen como en lo que tiene que ver con su 
particular desenvolvimiento. 

II.  LA CONSTRUCCIÓN  DEL  CONCEPTO LEGAL  DE ACCIDENTE  DE 
TRABAJO Y SU GENUINA  TENDENCIA  A LA EXPANSIÓN  

Pese a todas esas dificultades, no puede negarse que nuestro legislador, seguramente inspirado 
por otras normas pioneras de nuestro entorno más cercano, supo captar desde el primer momento la 
esencia del accidente de trabajo mediante una fórmula concisa, eficaz y brillante. La definición 
arranca, como es perfectamente sabido, de la Ley de 30 de enero de 1900, y desde entonces ha 
mostrado una capacidad de resistencia digna de todo elogio, sin aparentes síntomas de agotamiento. 
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Como puso de relieve Antonio Martín Valverde con ocasión de su centenario, su alta calidad técnica 
y su contrastado grado de elasticidad explican esa pátina de òeterna juventudó que parece 
acompañarle. La trayectoria histórica de nuestra legislación sobre accidentes de trabajo, tanto en su 
estadio de legislación específica en la materia como en la época de su integración en la regulación 
más general del sistema de seguridad social, permite apreciar antes que otra cosa una firme línea de 
continuidad en la delimitación conceptual del accidente de trabajo. Seguramente se debe a la 
sagacidad inicial del legislador y a los gramos de perspicacia añadidos con posterioridad por los 
tribunales, que supieron entender desde muy temprano que el accidente de trabajo es a fin de cuentas 
un suceso profesional que puede presentarse en contextos muy variados y con caras muy diferentes y 
que por ello mismo requiere una cierta altura de miras a la hora de su recepción legal y de su 
valoración en sede judicial. Una vez más, ley y jurisprudencia, con un esencial respaldo de la doctrina 
científica, han colaborado para hacer viable en todo momento el correspondiente mandato 
normativo. Como resultado de esa acción coordinada, la definición de 1900 ha podido gozar de un 
grado insólito de sostenibilidad y una capacidad de adaptación pocas veces conocida. 

Recordemos la fórmula acuñada por la Ley de 30 de enero de 1900: òentiéndese por accidenteó  
ða estos efectosð òtoda lesión corporal que el operario sufra con ocasión o por consecuencia del 
trabajo que ejecuta por cuenta ajenaó. La definición perviviría sin más aditamentos durante más de 
medio siglo, hasta la disolución de las normas específicas sobre accidentes de trabajo en la 
ordenación más general de nuestro sistema de seguridad social. Ninguna modificación supusieron en 
este punto ni la Ley de accidentes de trabajo de 10 de enero de 1922, ni la regulación de los 
accidentes de trabajo en el Libro Tercero del Código de Trabajo (aprobado por Real Decreto de 23 
de agosto de 1926), ni el texto refundido de accidentes de trabajo en la industria aprobado en los 
primeros años de la II  República (Decreto de 8 de octubre de 1932), ni, en fin, el nuevo texto de 
refundición aprobado en 1956 (Decreto de 22 de junio), para el que se seguía entendiendo por 
accidente de trabajo òtoda lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del 
trabajo que ejecute por cuenta ajenaó. Al final de este largo periplo normativo, tan sólo pudo 
registrarse un cambio en los términos literales de la definición, muy localizado y aparentemente de 
escasa trascendencia, pero con una enorme carga de profundidad con vistas al radio de acción 
subjetivo de la fórmula legal, desde el momento en que para la invocación del sujeto protegido dejó 
de utilizarse el término histórico de òoperarioó para pasar al más moderno y, mucho más 
comprensivo, de òtrabajadoró, al que por lo demás se había ido dirigiendo paso a paso la legislación 
precedente. 

Hasta las décadas centrales del siglo XX, las disposiciones legales reguladoras de los accidentes 
de trabajo no solían proporcionar mayores indicaciones sobre el proceso que media hasta la 
producción del siniestro. Sus mayores preocupaciones parecían centrarse en la identificación y 
definición de los sujetos implicados y en la delimitación del ámbito funcional y material de aplicación 
de la norma, generalmente mediante un listado no exhaustivo pero bastante minucioso de industrias 
o sectores de actividad afectados y a veces mediante la determinación de los posibles agentes 
productores o detonantes del accidente. No obstante, tampoco fue infrecuente que el legislador de 
aquellos años incorporara, junto a la pura definición, alguna referencia complementaria sobre las 
circunstancias que podían concurrir o interferir en el acaecimiento de los accidentes de trabajo, para 
una mejor comprensión del concepto legal y para lograr una aplicación más ajustada de sus reglas, 
especialmente en lo que toca a la imputación de responsabilidades. La Ley de 1900 excluía, por 
ejemplo, el accidente producido por fuerza mayor extraña al trabajo (art. 2). La Ley de 1922 añadía a 
esa excepción la precisión de que la imprudencia profesional no era causa de exención de 
responsabilidad para el patrono (art. 2). El Código de Trabajo de 1926 incorporaba a su vez algunas 
aclaraciones sobre la noción de fuerza mayor extraña al trabajo y la noción de imprudencia 
profesional (art. 145), así como una curiosa referencia a òlas herniasó como factor causante de 
incapacidad profesional (art. 156) y, en el fondo, como manifestación de accidente de trabajo. El 
Decreto de 1931 insistía en la línea de exclusión de la cláusula de fuerza mayor para determinados 
fenómenos de la naturaleza como el rayo o la insolación (art. 9) y contemplaba entre los supuestos de 
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incapacidad permanente determinadas lesiones, como las del cerebro o de los aparatos respiratorio y 
circulatorio, òocasionadas directa o inmediatamente por acción mecánica del accidenteó (art. 55). El 
Decreto de 1932 volvía a la estela de las normas precedentes sobre fuerza mayor e imprudencia 
profesional (art. 6), y, finalmente el Reglamento de aplicación del texto refundido de 1956, tras 
reiterar muchas de esas precisiones ya tradicionales, añadía sendas referencias a la eventual 
concurrencia de responsabilidad òcivil o criminaló en el empresario, que no se consideraba 
impedimento para la calificación de accidente de trabajo, y a las òenfermedades intercurrentesó en el 
proceso de curación del accidente, para mantener pese a ellas la pertinente responsabilidad en el pago 
de prestaciones. 

Con todas esas precisiones se fue modelando poco a poco el concepto legal de accidente de 
trabajo que hoy podemos ver en nuestras normas de seguridad social. En muchos casos, esos 
añadidos reflejaban una cierta expansión del concepto, a la que había que sumar la ampliación 
progresiva del ámbito de aplicación de las normas aseguradoras de ese riesgo profesional que se 
estaba operando de manera simultánea y por canales paralelos. Ya hemos dicho que el texto 
refundido de 1956 extendió la protección del accidente de trabajo a todo trabajador y a òtodas las 
industrias y trabajosó (art. 7), con la única excepción del òservicio domésticoó (ya excluido, al menos, 
desde el Código de Trabajo de 1926), además de la exclusión del trabajo familiar y de los trabajos 
amistosos, benévolos o de buena vecindad (art. 8), previsible o sencillamente obvia por su carácter 
no retribuido. Hasta ese punto de llegada, la legislación española sobre accidentes de trabajo había 
seguido dos caminos complementarios para ampliar progresivamente su radio de acción: o bien la 
inclusión expresa de nuevos trabajadores y nuevos trabajos en el campo de aplicación de las normas 
dedicadas inicialmente al òoperarioó, o bien la aprobación de normas específicas para la 
incorporación de nuevos grupos de población trabajadora a este medio de cobertura. Además de la 
inclusión expresa en el texto legal de 1900 de algunos trabajos potencialmente controvertidos desde 
la perspectiva de su posible calificación jurídica, como el del personal perteneciente a los òcuerpos de 
bomberosó (1900), la primera de esas vías permitió incorporar sucesivamente, a través de los textos 
de 1922, 1926 y 1932, de muchos grupos de obreros, empleados o personal asimilado: aprendices y 
vigilantes, personal perteneciente a la òdotación de los buquesó en el trabajo marítimo, òpersonal 
artístico y administrativoó de los teatros, òdependientes, mancebos y viajantesó en el sector del 
comercio, y, finalmente, òagentes de la autoridadó de las distintas administraciones públicas òsiempre 
que por disposiciones especiales no gocen del debido auxilioó y con la precisión de que la òlesiónó 
indicativa del accidente había de producirse en este caso òen el ejercicio de las funciones de su cargo 
o con ocasión de ellasó. 

Por su parte, la segunda vía de ampliación subjetiva y funcional sirvió para integrar en el sistema 
de protección de accidentes de trabajo, de modo prácticamente inmediato, al personal obrero, 
administrativo y militar del òramo de guerraó (RD de 1902), así como a los operarios y ejecutores de 
obras y servicios contratados por la Administración en el ramo de marina (otro RD de 1902). Pero 
con el paso del tiempo también fue utilizada para extender este mecanismo de cobertura del riesgo 
profesional a otros dos grandes sectores de actividad, bien es cierto que con distintos métodos de 
regulación. De un lado, se impuso a los navieros la obligación de asegurar a sus dotaciones contra el 
accidente de mar, entendido como òtodo el que sobrevenga con ocasión del manejo y navegación del 
buque en puerto y en la mar, de sus máquinas principales y auxiliares y ejecución de servicio a flote y 
en dique o varaderoó (art.3 del RD de 15 de octubre de 1919). De otro, se aprobaron normas 
especiales de protección de los accidentes de trabajo en el ámbito de la agricultura (Decretos de 12 
de junio y de 28 de agosto de 1931), tras la ratificación del correspondiente Convenio de la OIT. A 
todo ello, dicho sea de paso, habría que unir la temprana inclusión en este sistema de protección de 
los trabajadores extranjeros, iniciada en la Ley de 1922 y reforzada con las normas de 1956. 

Dada su probada eficacia, no podía extrañar que la definición tradicional del accidente de trabajo 
fuera asumida sin mayores problemas por la legislación de seguridad social iniciada en 1966, bien es 
cierto que muy enriquecida a esas alturas por la labor de la jurisprudencia y la doctrina judicial, 
incluida, por cierto, la que procedía del ya extinto Tribunal Central de Trabajo. Esa es probablemente 
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la razón de que las cláusulas dedicadas al accidente de trabajo dentro de las leyes de seguridad social 
ofrecieran un semblante muy distinto. Entre otras cosas, por la mayor densidad y complejidad 
normativa del precepto legal de referencia. En esa nueva legislación se mantuvo desde luego el 
concepto clásico, de modo que se seguía entendiendo por accidente de trabajo òtoda lesión corporal 
que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajenaó (art. 
156.1 LGSS de 2015). Pero ese núcleo vital venía ahora acompañado de una serie muy voluminosa 
de reglas y previsiones de carácter complementario. Su procedencia más visible o inmediata radicaba 
básicamente en el acervo jurisprudencial formado a lo largo de las décadas anteriores, pero es 
evidente que muchos de estos complementos tenían su última raíz en la fuerza expansiva que en sí 
misma atesoraba la definición acuñada desde el año 1900. Hasta cierto punto, no eran más que 
emanaciones de su riqueza conceptual y de su intrínseca capacidad de modulación y adaptación a las 
circunstancias de cada momento o cada entorno profesional. Por supuesto, la virtualidad de estas 
nuevas reglas legales para la delimitación conceptual del accidente de trabajo sería desde entonces 
muy considerable. Con esos añadidos, la legislación de seguridad social prestaba sin duda una ayuda 
incomparable para la comprensión cabal del alcance de la noción de accidente de trabajo en nuestro 
sistema y al mismo tiempo permitía un uso mucho más completo, más fluido y más previsible no 
sólo de la definición de accidente de trabajo, sino también de toda la maquinaria protectora que 
había sido puesta a su servicio. El catálogo de complementos, por lo demás, reunía reglas de muy 
distinta naturaleza. Algunas veces sólo se trataba de aclaraciones de lo que ya cabía deducir de la 
fórmula básica, pero en otros casos albergaba auténticas extensiones de la protección, mediante la 
técnica de asimilación o equiparación de supuestos. 

La redacción original de estas previsiones complementarias pertenece a la Ley de seguridad 
social de 1966, y fue objeto de ciertos reajustes con ocasión de la refundición de 1974, con la que se 
depuraron algunos de sus pasajes (mediante la desaparición del encargo de establecimiento por vía 
reglamentaria de las condiciones del accidente de trayecto y la supresión del calificativo òcomunesó 
para las enfermedades contraídas en el trabajo) y se optó por dar directamente la consideración de 
accidente de trabajo a ciertos supuestos que en la versión precedente tan sólo figuraban en la 
correspondiente cláusula legal para despejar posibles dudas sobre la imputación y exigencia de 
responsabilidades. En cualquier caso, estos complementos normativos de la definición de accidente 
de trabajo, que desde entonces se han mantenido sin variación, pueden clasificarse en cuatro grandes 
apartados: inclusión expresa de determinados sucesos en el concepto legal de accidente, exclusión 
igualmente explícita de algunos otros, presunción de existencia de accidente de trabajo en 
determinadas circunstancias, y aclaración del grado de incidencia de ciertos factores detonantes o 
intercurrentes en la calificación de la contingencia. A su manera, todas esas reglas reflejan de forma 
muy patente la tendencia a la expansión de la fórmula legal (y del concepto de accidente que en ella 
subyace), aunque también es cierto que esa cualidad puede aplicarse en distinto grado a cada una de 
ellas. En términos generales cabría decir que todas responden muy probablemente a la orientación 
protectora y en cierto modo òhumanitariaó que ha prevalecido en la interpretación y aplicación 
jurisdiccional de la definición de accidente de trabajo, y que, según todos los indicios, ha sido 
sistemáticamente compartida por el legislador. Desde este punto de vista, podría decirse que, pese a 
la recepción en las leyes de seguridad social de la definición legal clásica en sus propios términos, no 
es del todo equivalente el concepto de accidente de trabajo que revela la Ley de 1900 al que traslucen 
las leyes de seguridad social a partir de 1966. Al menos, es muy diferente el grado de respaldo que de 
modo expreso, y en cada uno de esos casos, proporciona el legislador a la hora de optar por una 
aplicación flexible y expansiva del concepto legal. 

La lista de inclusiones expresas proporcionada por las sucesivas leyes de seguridad social es 
desde luego la más ilustrativa del proceso de expansión legal del concepto de accidente de trabajo. 
Nótese que por indicación expresa del legislador, tienen òla consideración de accidentes de trabajoó, 
además de los que se deriven del concepto clásico, una amplia serie de supuestos, que en la redacción 
de la vigente ley de seguridad social son los siguientes: los accidentes òque sufra el trabajador al ir o al 
volver del lugar de trabajoó (in itinere o òde trayectoó); los que sufra el trabajador òcon ocasión o 
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como consecuenciaó del desempeño de òcargos electivos de carácter sindicaló, así como los 
ocurridos al ir o al volver del lugar en que se ejerciten las funciones propias de dichos cargos; los 
ocurridos òcon ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las de su 
categoría profesional, ejecute el trabajador en cumplimiento de las órdenes del empresario o 
espontáneamente en interés del buen funcionamiento de la empresaó; los acaecidos òen actos de 
salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y otros tengan conexión con el trabajoó; 
las enfermedades que contraiga el trabajador con motivo de la realización de su trabajo, siempre que 
no encaje en el concepto legal de accidente de trabajo y se pruebe que la enfermedad tuvo òpor causa 
exclusiva la ejecución del mismoó; las enfermedades o defectos padecidos con anterioridad por el 
trabajador òque se agraven como consecuencia de la lesión constitutiva del accidenteó, y, finalmente, 
òlas consecuencias del accidente que resulten modificadas en su naturaleza, duración, gravedad o 
terminación, por enfermedades intercurrentes, que constituyan complicaciones derivadas del proceso 
patológico determinado por el accidente mismo o tengan su origen en afecciones adquiridas en el 
nuevo medio en que se haya situado el paciente para su curaciónó. 

Muestras claras de ese fenómeno expansivo son asimismo otros pasajes del precepto de 
referencia. Ocurre así, en especial, con la regla en virtud de la cual òse presumirá, salvo prueba en 
contrario, que son constitutivas de accidentes de trabajo las lesiones que se sufran durante el tiempo 
y en el lugar del trabajoó, una presunción que en el fondo se asienta igualmente en la relación de 
causalidad del concepto legal clásico pero que traslada las eventuales necesidades de prueba, con la 
carga procesal correspondiente, al lado contrario. También puede adivinarse ese mismo sentido en 
las reglas que llaman a mantener la calificación de accidente de trabajo pese a la interferencia de 
òimprudencia profesionaló, esto es, de la que òes consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y 
se deriva de la confianza que éste inspiraó, o pese a òla concurrencia de culpabilidad civil o criminal 
del empresario, de un compañero de trabajo del accidentado o de un tercero, salvo que no guarde 
relación alguna con el trabajoó, procedentes como ya sabemos de aquella trayectoria histórica 
anterior a la implantación del sistema de seguridad social. Incluso las reglas de exclusión, también 
tradicionales en nuestra legislación, pueden contemplarse desde esa perspectiva expansiva, 
principalmente porque la legislación moderna de seguridad social reafirma las consabidas salvedades 
al impacto excluyente que en general se atribuye a los acontecimientos de fuerza mayor. Algo que 
también podría predicarse, por cierto, del concepto de enfermedad profesional acuñado por esas 
mismas normas de seguridad social, que siguió ceñido a las que se contraigan a consecuencia del 
trabajo ejecutado por cuenta ajena en las actividades reglamentariamente nominadas y por la acción 
de los elementos o sustancias también codificados (como dice actualmente el art. 157 LGSS de 2015) 
y que, con independencia de que sirviera asimismo para abrir una nueva puerta de acceso a la 
protección especial de la víctima, supuso la confirmación de que las enfermedades del trabajo 
formaban parte del concepto legal de accidente de trabajo. Como es sabido, esa forma de calificar la 
enfermedad profesional procede de la Ley de 13 de julio de 1936, que fue aprobada tras la 
ratificación del Convenio OIT número 42 (de 1934) y que supuso un reajuste parcial en el proceso 
jurisprudencial de asimilación de la enfermedad del trabajo al accidente de trabajo. 

La alusión que acabamos de hacer a la enfermedad profesional nos vale, además, para poner de 
relieve que muchos de estos episodios de evolución de nuestra legislación interna sobre accidente de 
trabajo dejan notar, ciertamente, la influencia de la Organización Internacional del Trabajo. Como 
vimos, esta circunstancia pudo percibirse con ocasión de la ampliación del seguro de accidentes de 
trabajo al ámbito de la agricultura a partir del Convenio número 12 (de 1921), y también pudo 
detectarse en algunas otras mejoras del nivel de protección experimentadas por la normativa 
española a partir del Convenio número 17 (de 1925), de proyección más general. Resulta curioso, en 
cualquier caso, que las normas de la OIT no se ocuparan de la definición de esta contingencia hasta 
muy entrado el siglo XX. Fue el Convenio número 121 sobre prestaciones en caso de accidente de 
trabajo y enfermedad profesional (de 1964 y reformado en 1980), el que exigió a las legislaciones 
nacionales hacerse cargo de esa faceta y establecer, en especial, las condiciones bajo las cuales debía 
considerarse accidente de trabajo el sufrido en el trayecto al trabajo o desde el trabajo, salvo que tales 
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sucesos contaran con una cobertura específica de nivel equivalente a través de otros medios de 
protección independientes del sistema de seguridad. Un poco más tarde, el Convenio número 134 
(de 1970), aprobado para extender a la ògente del maró la protección frente a los accidentes, matizó 
que habrían de considerarse como tales los sobrevenidos òa causa o con ocasión de su empleoó, con 
claras concomitancias con nuestra definición legal. Un apartado distinto corresponde, naturalmente, 
a las normas de la OIT sobre seguridad y salud en el trabajo (como el Convenio número 174 de 1993 
o el Convenio número 155 de 1981), en las que el accidente cobra otra dimensión y otras 
expresiones, donde la perspectiva de intervención es distinta y donde aparecen, como dijimos en su 
momento, nociones tan características de la legislación preventiva como las de óaccidente mayoró o 
òcuasi accidenteó, que en todo caso se despliegan en escenarios distintos. 

III.  ALGUNAS CLAVES Y ALGUNAS EXPLICACIONES  EN  EL  PROCESO DE 
EXPANSIÓN  DE LA CONTINGENCIA  DE ACCIDENTE  DE TRABAJO 

El paso de la legislación específica de accidentes de trabajo a las leyes de seguridad social que 
tuvo lugar en nuestro país durante los años sesenta del siglo pasado escenifica de manera muy 
ajustada el proceso de expansión experimentado por dicha contingencia a lo largo del tiempo. Un 
proceso que tal vez no estuviera directamente alentado por el legislador, pero que fue viable por la 
elasticidad de la fórmula utilizada para la definición del accidente de trabajo. Todas sus piezas, en 
efecto, se prestaban a una interpretación extensiva de sus términos literales, puesto que ni la òlesión 
corporaló tenía que coincidir necesariamente con un daño físico repentino, ni el trabajo por cuenta 
ajena tenía por qué coincidir exactamente con la noción de trabajo dependiente, ni la relación de 
causalidad entre daño y trabajo tenía que ser directa o inmediata. En todo caso, el cambio normativo 
operado en los años sesenta del siglo pasado sentó las bases para la apertura de nuevas líneas de 
evolución en el periodo subsiguiente. De entrada, la introducción de nuevas reglas sobre el concepto 
de accidente de trabajo, dirigidas en último término a precisar y aclarar sus contornos, generó como 
no podía ser menos nuevos frentes de controversia a la hora de su interpretación y aplicación. 
Piénsese en los problemas interpretativos o en la estela de interpretaciones que pudo generar la 
inclusión expresa en los textos legales del accidente in itinere, la calificación directa como accidente de 
trabajo de los daños sufridos por el trabajador durante la realización de todo tipo de tareas en el 
ámbito de la empresa o de las enfermedades contraídas con motivo del trabajo, o la presunción iuris 
tantum a favor de esa misma calificación en relación con las lesiones ocurridas òdurante el tiempo y 
en el lugar del trabajoó. Piénsese, desde otra perspectiva, en las necesidades aclaratorias del papel que 
legalmente fue atribuido a la imprudencia del trabajador o a los actos de tercero con vistas a la 
calificación del siniestro. Pero, además, cabía sospechar razonablemente, más aún a la vista de la 
experiencia del periodo anterior, que la interpretación y aplicación de esas nuevas reglas podía 
desenvolverse en una línea expansiva, pues no se apreciaban circunstancias de suficiente peso como 
para que desaparecieran las razones que tiempo atrás habían empujado a los tribunales en ese mismo 
sentido. Más bien sucedía lo contrario: todo estaba a favor de la continuidad en la línea de expansión. 

Vale la pena, por otra parte, anotar algunas pistas sobre el desarrollo de ese proceso. Su 
seguimiento permite comprobar, en primer término, que la expansión de la contingencia de 
accidente de trabajo ha contado fundamentalmente con dos vías de desarrollo. La más ostensible fue 
desde luego la vía legal, que, como hemos podido ver, llegó a ser utilizada en este contexto con dos 
objetivos: ampliar el ámbito funcional o sectorial de aplicación de este mecanismo específico de 
protección de quienes viven de su trabajo y extender los casos en los que una determinada dolencia 
puede calificarse como accidente de trabajo. La segunda vía, menos directa pero igualmente 
perceptible, y tal vez de mayor intensidad en un balance global, es la de carácter jurisdiccional, desde 
el momento en que la labor de los tribunales empezó a convertirse en un potente motor de 
ensanchamiento del espacio de juego de la correspondiente fórmula legal. Las dos vías han actuado 
conjuntamente a lo largo de la evolución histórica de la legislación sobre accidentes de trabajo y las 
dos vías siguen actuando en la actualidad, aunque sus papeles, como es natural, no sean ni puedan ser 
coincidentes. Las posibilidades de innovación o extensión por parte del legislador no requieren en 
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verdad mayores aclaraciones, entre otras cosas porque la ley siempre estará habilitada para regular la 
realidad social de referencia dentro del marco constitucional, que en este punto es bastante holgado 
por cierto. Más difícil es predecir y catalogar el papel de la jurisprudencia desde esta perspectiva, pues 
a la función judicial no le corresponde otra cosa que la aplicación de la ley. Por razones obvias, la vía 
jurisdiccional tiene que limitarse a la típica labor de interpretación y aplicación de las pertinentes 
reglas legales, de modo que su eventual acción expansiva no es fácil de prever ni de medir con 
anticipación. Que los órganos judiciales sean más o menos creativos a la hora de ejercer sus 
funciones, y que el ensanchamiento que eventualmente derive de esa potencial inclinación sea más o 
menos aceptable en términos jurídicos, sólo podrá valorarse a la vista de los resultados. En una 
primera aproximación, sólo cabe dejar constancia de una ininterrumpida tendencia a favorecer el 
acceso de la víctima al alto nivel de protección que aporta la contingencia del accidente de trabajo. 

Es evidente, en cualquier caso, que la acción expansiva puede proyectarse sobre distintas zonas 
o distintos puntos de referencia, como por lo demás ha demostrado la experiencia. Por lo pronto 
convendría distinguir entre la esfera interior y la esfera exterior del concepto legal de accidente de 
trabajo. La actuación en este segundo escenario no supone necesariamente expansión conceptual, 
pues se traduce más bien ðaunque no sea pocoð en una extensión de la acción protectora del sistema 
en relación con dicho riesgo social. Es verdad que la aplicación de mecanismos de protección del 
accidente de trabajo en un ámbito profesional o social distinto del contemplado inicialmente por la 
ley puede implicar también una revisión o reconsideración del concepto. Además, las ampliaciones 
de carácter funcional o sectorial pueden entrañar, como muchas veces ha sucedido, la adaptación 
expresa del concepto original a esos nuevos usos o la elaboración de un nuevo concepto de accidente 
de trabajo para el nuevo sector protegido, que viene a unirse al ya existente. En principio, esta clase 
de operaciones no conlleva en sentido estricto una expansión del concepto en sí mismo considerado, 
aunque sí es cierto que tienen repercusiones, no sólo en el alcance funcional del mecanismo de 
protección y de la propia contingencia, sino también en la recreación ideal o intelectual del accidente 
de trabajo, sencillamente porque se amplía su espacio de juego y su fisonomía. Distinta es, en todo 
caso, la intervención en la esfera interior del concepto legal, en tanto que la alteración de alguna de 
sus piezas, y más aún la alteración del conjunto, lleva consigo inevitablemente un cambio conceptual. 
De todos modos, esta modalidad de expansión del accidente de trabajo, que desde luego no es ni 
mucho menos desconocida, no dejará de plantear siempre la misma duda: puesto que el concepto 
legal sigue siendo formalmente el mismo, ¿hay realmente expansión o se trata exclusivamente del 
òdescubrimientoó de lo que ya quiso decir el legislador? Naturalmente, nos hacemos esta pregunta en 
la hipótesis de expansión por vía interpretativa o jurisprudencial, porque la eventual intervención del 
legislador en este terreno no podría conducir en pura lógica a una expansión del concepto sino más 
exactamente a su sustitución, con independencia de que ello pueda implicar o no un efecto 
expansivo respecto de la fórmula normativa precedente. 

A nadie se le oculta que la esfera interior del concepto legal de accidente de trabajo es la más 
delicada desde esta perspectiva. La extensión de la contingencia de accidente de trabajo a otros 
dominios situados en su exterior no es conceptualmente problemática. Puede ser más o menos 
acertada, o más o menos ambiciosa en sus postulados. Puede entrañar incluso algún efecto desde el 
punto de vista conceptual. También hay que reconocer que puede generar sus propios problemas de 
comprensión y aplicación. Pero en el fondo se limita a dar vida a otro escenario jurídico, en el que el 
accidente de trabajo puede tomar algún derrotero particular y en el que habría que operar, si llegara a 
ser necesario, con los cánones habituales de interpretación y aplicación de las normas. Sin embargo, 
la intervención en el interior del concepto puede llegar a trastocarlo, o a crear indirectamente una 
nueva criatura jurídica. Es esta otra operación la que, a fin de cuentas, puede llevar a preguntarse si el 
concepto se respeta o se desborda, o si el concepto se maneja de forma cabal o, por el contrario, se 
somete a una presión excesiva o insoportable. En todo caso, esa intervención interna puede afectar 
en hipótesis a cada una de las tres piezas básicas que componen el concepto legal de accidente de 
trabajo: la lesión corporal en la que se manifiesta, la clase de trabajo que lo provoca y la relación 
causal que conduce desde la práctica de actividad profesional al resultado luctuoso. Las tres piezas se 
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prestan, en verdad, a un enriquecedor escrutinio desde esta perspectiva, según ha podido demostrar 
su experiencia aplicativa. Como dijimos, y como vamos a ver con un poco más de detalle, las tres 
encierran suficientes dosis de elasticidad como para permitir la apertura de las correspondientes 
líneas de expansión, que por lo demás han gozado por lo general de un largo recorrido. 

Antes de ello conviene, no obstante, hacer un pequeño alto en el camino ¿Por qué se produce la 
expansión? ¿Cuáles son las razones de este proceso? Probablemente haya que hablar de causas de 
variada estirpe, pero tal vez sea la razón òsocialó la más determinante. Es evidente que la expansión 
de la contingencia de accidente de trabajo responde a un propósito de protección de quienes viven 
de su trabajo. Trasladado al ámbito específico del trabajo asalariado, no deja de ser una 
manifestación particular del principio de tutela que en términos más generales ha servido de 
inspiración para la legislación laboral y social. Esta motivación ha estado presente tanto en las 
ampliaciones de carácter externo como en la expansión interna del propio concepto legal, y, por ello 
mismo, puede apreciarse tanto en la labor legislativa como en la aplicación judicial de la ley. Ha 
estado presente, incluso, en el terreno de la colaboración entre el legislador y la jurisprudencia, en la 
medida en que el primero ha mostrado con mucha frecuencia un alto grado de receptividad respecto 
de las tesis interpretativas defendidas por los tribunales. La consulta a la jurisprudencia y la doctrina 
judicial del momento permite comprobar, dicho sea de paso, que durante mucho tiempo los órganos 
judiciales también avalaron sus decisiones con la invocación de principios interpretativos de clara 
finalidad tuitiva, como el principio pro operario (o òpro accidentadoó) o el principio de equidad. 
Claro está, a medida que avanzó el proceso de implantación de los seguros sociales también los 
riesgos comunes empezaron a contar con la correspondiente protección, aunque a decir verdad el 
nivel alcanzado progresivamente en el ámbito de los accidentes de trabajo seguiría siendo el ideal ðla 
aspiraciónð de cobertura no sólo para el potencial beneficiario sino también, por lo que se ha podido 
ver, para las instituciones encargadas de su sostenimiento legal y su aplicación contenciosa. 

En cualquier caso, es obvio que han concurrido asimismo otras razones más enraizadas en la 
técnica jurídica, especialmente en lo que venimos llamando expansión interna de la contingencia. No 
cabe duda de que el fenómeno expansivo tiene mucho que ver, por lo pronto, con la puesta en 
escena de una definición legal que pese a su carácter lacónico y lapidario, tenía que proyectarse sobre 
una realidad multiforme y cambiante, enormemente variada y esencialmente imprevisible. Desde el 
principio pudo comprobarse que los encargados de la aplicación de la ley tenían que enfrentarse, con 
un solo instrumento legal, extremadamente conciso y depurado, a las consecuencias de un riesgo (el 
riesgo profesional) que podía adoptar formas mucho más variadas de lo que en un primer momento 
pudo imaginar el legislador. Naturalmente, los jueces y tribunales no contaban con la expansión 
como única opción interpretativa. En pura hipótesis, la labor judicial de interpretación y aplicación 
del precepto legal de referencia podía haber sido más neutra o aséptica, e incluso abiertamente 
restrictiva. Pero era mucho más probable y previsible que, por el contexto en el que se inscribía esta 
emergente legislación social, y por la propia razón de ser de unas medidas legales que no nacen con 
más propósito que el de proteger a la víctima, se inclinaran por una interpretación laxa o cuando 
menos flexible, que a su vez fue influyendo en el espíritu del legislador. 

En un plano más concreto, la progresiva expansión conceptual de la contingencia de accidente 
de trabajo debe mucho seguramente a la teoría del riesgo profesional, que con frecuencia ha sido 
manejada por nuestros tribunales para aportar luz a los muchos dilemas que plantea la legislación 
sobre accidentes de trabajo, especialmente en lo que se refiere a la imputación de responsabilidades. 
La idea de que quien presta servicios en actividades de riesgo debe recibir protección a cargo del 
responsable de su organización y dirección, y de que la satisfacción de tal objetivo, con la imputación 
de las pertinentes responsabilidades, es prioritaria respecto de la eventual concurrencia de otras 
variables, pudo significar desde luego una especie de revulsivo para ir apurando hasta sus últimas 
posibilidades la aplicación de la contingencia de accidente de trabajo a los percances o sucesos 
luctuosos sufridos por la persona que trabaja por cuenta de otro. Por su parte, la implantación 
progresiva de mecanismos de aseguramiento obligatorio para este riesgo profesional pudo insuflar 
nuevas fuerzas al proceso de expansión del concepto y de su manto protector, en la medida en que la 
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mutualización de los costes resultantes de la imputación de responsabilidades podía facilitar la 
aceptación de las tesis expansionistas por los sectores sociales más directamente concernidos. La 
consolidación postrera de las líneas diferenciales entre contingencias profesionales y contingencias 
comunes en las condiciones de acceso a la protección, e incluso en las dosis de protección, pudo 
jugar, en fin, como factor definitivo para la inclinación de la balanza. Como hemos dejado ver antes, 
quizá estribe aquí la explicación última de que el concepto de accidente de trabajo se haya expandido 
incluso hacia espacios aparentemente alejados de la noción básica de riesgo empresarial, como es el 
caso de las enfermedades comunes que se manifiestan en el medio o entorno del trabajo. 

Tanto el ánimo protector que con frecuencia se refleja en la jurisprudencia como la apelación a 
la teoría del riesgo profesional ponen de relieve asimismo una determinada actitud por parte del 
intérprete en la valoración y calificación de la contingencia. A la vista de algunos de las consecuencias 
finales de este proceso expansivo y, en particular, de la progresiva incorporación de enfermedades o 
dolencias de irrupción lenta y paulatina a los ingredientes de la fórmula legal, cabe pensar que tal vez 
se haya puesto mayor énfasis en el resultado del accidente y en sus efectos sobre la víctima (la 
òlesiónó) que en el proceso en virtud del cual tal suceso se hubiera producido. Partiendo de la 
indispensable concurrencia de un escenario profesional, y con las imprescindibles líneas de conexión 
entre la lesión y el trabajo, puede que en muchos casos haya reclamado mayor atención el hecho 
luctuoso que el factor desencadenante del mismo o el proceso seguido para su manifestación. No 
dejan de resonar aquí las palabras que habitualmente se recuerdan de la famosa sentencia de 1903 del 
Tribunal Supremo, según la cual el concepto legal de accidente de trabajo no había de relacionarse 
tanto con un suceso repentino más o menos importante, sino más bien con el hecho mismo 
constitutivo de la lesión. El padecimiento de un daño por parte de una persona que vive de su 
trabajo parece haberse situado, en definitiva, en el centro del análisis, con independencia de que las 
circunstancias concurrentes en cada caso lleven a una u otra calificación. 

Pensemos, en fin, en las corrientes subterráneas que parecen haber alimentado nuestra 
legislación sobre accidentes de trabajo. Cuando se habla de la expansión o incluso del 
desbordamiento del concepto de accidente de trabajo se suele aludir al papel proactivo de los 
juzgados y tribunales en todo este contexto. Pero, ¿qué cabe esperar cuando el legislador incluye en 
el concepto de accidente de trabajo una serie tan amplia y variada de supuestos y cuando, como una 
especie de cláusula de cierre, pone en circulación una presunción de contornos tan generosos, 
aunque todo ello haya derivado a la postre del influjo de la propia jurisprudencia? ¿Qué clase de 
diagnósticos pueden hacerse cuando por previsión legal explícita se dispone que el accidente de 
trabajo puede producirse òcon ocasión o como consecuenciaó del trabajo, o cuando se califican así 
enfermedades que pese a su necesaria conexión con el trabajo no dejan de tener variada etiología? 
Ciertamente, es muy difícil frenar la corriente expansiva cuando, partiendo de una fórmula tan 
abierta y flexible, la inevitable relación de causalidad se ve acompañada, como resultado de la propia 
acción legislativa, de la inclusión expresa en el concepto legal de accidente lesiones de muy diverso 
tipo, traumáticas y menos traumáticas, y, sobre todo, cuando todo ello se culmina con una 
presunción que, sin llegar a ser iuris et de iure, añade un potencial prácticamente incalculable al radio 
de acción del accidente de trabajo. 

IV.  LAS ZONAS DE EXPANSIÓN  INTERNA  Y EL PROTAGONISMO  CUASI 
ABSOLUTO DE LA JURISPRUDENCIA  

Desde luego, la expansión interna de la contingencia de accidente de trabajo puede ser el 
resultado de una acción directa del legislador. No es práctica demasiado frecuente en la acción 
legislativa, pero tampoco es desconocida, ni mucho menos. A veces tiene lugar por razones 
extraordinarias, como ha sucedido, por cierto, con las normas de urgencia aprobadas para dar 
respuesta a la pandemia COVID-19, en las que, mediante diversas fórmulas y con efectos también 
diferenciados, se ha dado excepcionalmente la consideración de accidente de trabajo tanto a los 
òperiodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadorasó provocados por ese virus (art.5 
RDL 6/2020, de 10 de marzo, modificado por RDL 13/2020, RDL 27/2020 y RDL 28/2020), 
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como, en particular, a las bajas del personal sanitario causadas por haber contraído tal enfermedad en 
el ejercicio de su profesión (DA 4ª RDL 28/2020). Pero también ha tenido lugar esa intervención 
expansiva del legislador por otros variados motivos. Ya vimos que el paso de la legislación de 
accidentes de trabajo a la legislación de seguridad social supuso algunas ampliaciones de este tipo, 
como la referida, por poner un ejemplo, a la aplicación de la contingencia de accidente de trabajo a 
las lesiones padecidas por el trabajador con ocasión del ejercicio de su condición de representante 
unitario o sindical de sus compañeros (hoy en día reflejada en el art.156.2.b en la LGSS de 2015). 
Una muestra adicional de ello lo ofreció más tarde la legislación de emigración de los años setenta del 
siglo pasado, que dio esa misma calificación a òlos accidentes que se produzcan durante el viaje de 
salida o de regreso de los emigrantesó en operaciones organizadas por instituciones oficiales 
españolas (según la redacción acuñada por la DA 2ª LGSS, procedente de una cláusula similar del 
art.37 de la Ley 33/1971 de Emigración y que tiene antecedentes más remotos aún). 

De cualquier modo, en la expansión interna del concepto legal de accidente de trabajo el papel 
protagonista corresponde esencialmente a los jueces y tribunales. Según la tipología que expusimos 
en el epígrafe anterior, es una forma de expansión que se desarrolla en el interior del propio 
concepto, y que tiene lugar sobre todo con motivo de su interpretación y aplicación. Por ello, es 
asunto propio de la doctrina judicial y, referida a su máximo nivel, asunto típico de la jurisprudencia. 
Todo órgano judicial puede apuntar en esa dirección, y es muy probable que muchas de las 
posiciones interpretativas que han contribuido a la expansión del accidente de trabajo hayan tenido 
sus primeras manifestaciones en los órganos judiciales de instancia o de los escalones intermedios. 
Pero también es verdad que la expansión sólo puede llegar a consolidarse una vez que se ve 
respaldada por el valor propio de la doctrina legal emanada de la pertinente cúspide jurisdiccional, 
que desde hace algunas décadas interviene en este terreno través de un cauce ðla casación para 
unificación de doctrinañ estrecho en apariencia pero sobradamente capaz para el fin institucional de 
formación de jurisprudencia. La expansión interna, por otra parte, puede llegar a tocar a los tres 
elementos de la definición legal de accidente de trabajo, que desde luego, y en mayor o menor 
medida, han ofrecido desde el principio bastante espacio para ello. Las tres, en efecto, son claras 
zonas de expansión, tanto por lo que pueden dar de sí a partir de su misma formulación legal, como 
por lo que, según ha demostrado la experiencia aplicativa, pueden encerrar en su seno. 

Ocurre así, por lo pronto, con la òlesión corporaló en la que, en palabras del legislador, se hace 
visible el accidente. La ausencia en la definición legal de una especificación completa de los 
supuestos de lesión susceptibles de ser calificados como accidente de trabajo contribuye 
naturalmente a ese eventual escenario, pero la posibilidad de que el concepto se expanda por este 
margen tiene que ver sobre todo con la polisemia y la carga semántica del término utilizado por el 
legislador. No hay que descartar que la lesión corporal de la que habla el precepto fuera concebida en 
sus orígenes como daño físico resultante de un acontecimiento de carácter súbito y violento, 
contundente y repentino, a la manera en que se suelen entender los acontecimientos que reciben el 
nombre de accidente. Pero también puede comprenderse en términos más generales, como 
òmenoscabo de la salud física o mentaló (si nos atenemos al diccionario de la RAE), por lo que en 
hipótesis, además de comprender daños corpóreos y daños síquicos, puede ser el resultado de una 
acción lenta, progresiva e insidiosa. De ahí que desde los primeros momentos ese primer elemento 
de la definición legal de accidente de trabajo haya sido un foco prominente de expansión y siga 
siendo una zona potencialmente expansiva, y que el concepto legal de referencia haya podido 
dirigirse, y no de forma secundaria o coyuntural, hacia las enfermedades o dolencias menos 
traumáticas, como daños que también pueden contraerse, despertarse o agravarse con ocasión o 
como consecuencia del trabajo. La trayectoria histórica de la legislación sobre accidentes de trabajo y 
de su interpretación por los tribunales ilustra mucho sobre estos òaccidentes impropiosó, no sólo 
porque acabó incluyendo en el concepto formal de accidente de trabajo (o en el espacio protegido 
por dicha contingencia) de las enfermedades que contraiga el trabajador con motivo de la realización 
de su trabajo, de las enfermedades o defectos padecidos con anterioridad pero agravados por el 
accidente o, en fin, de las enfermedades llamadas intercurrentes, sino también ðaunque en apariencia 
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se actúe en otra direcciónð porque en un momento dado se optó por construir un recinto especial 
para las enfermedades profesionales, bajo el presupuesto de que, siendo en el fondo accidentes de 
trabajo, como toda enfermedad contraída en el trabajo, están mejor atendidas mediante un régimen 
sanitario especial. 

En la actualidad, el dilema originario acerca del significado posible del término òlesiónó en este 
contexto parece estar completamente resuelto en lo que se refiere a la inclusión de ese tipo de 
vicisitudes en la salud del trabajador, pese a sus distancias respecto de la idea vulgar o prístina de 
accidente de trabajo. Los problemas de interpretación, sin embargo, no han desaparecido, ni quizá 
puedan desaparecer del todo, especialmente cuando se trata de valorar el impacto en el trabajador de 
enfermedades comunes o de etiología no exactamente profesional. Mientras que la lesión corporal de 
carácter súbito o repentino se puede detectar y conectar con el trabajo con relativa facilidad, entre 
otras cosas porque puede que tenga en el trabajo su detonante único o cuando menos principal, las 
dolencias de manifestación lenta y progresiva suelen presentar un carácter más controvertido en 
tanto que, al margen de su actualización o percepción en el trabajo, pueden tener su causa en 
agentes, momentos o lugares muy diferentes. De ahí que la conexión de la enfermedad con el trabajo 
dependa de un diagnóstico muy complicado y que revista muchas veces agudos problemas de 
comprobación o constatación. Hay que tener en cuenta, de otro lado, que el panel de dolencias a las 
que damos el nombre de enfermedad es por naturaleza vivo y fluctuante, muy dependiente al fin y al 
cabo del entorno laboral y social, razón por la cual la inclusión de la enfermedad en el concepto legal 
de accidente de trabajo no puede por menos que marcar una frontera inestable, y más o menos 
porosa (en función de su diagnóstico clínico y de los elementos de juicio que pueda reunir el 
intérprete acerca de su verdadero origen), en el concepto legal de accidente de trabajo. Ya hemos 
podido comprobar desde hace tiempo las dificultades que en este sentido han venido ofreciendo las 
lesiones vasculares o cerebrales, o las afecciones del aparato respiratorio, que pueden afectar a la 
generalidad de la población pero que en un momento dado pueden presentarse de algún modo 
conectadas al trabajo. Piénsese también en los efectos de los dispositivos electrónicos sobre la salud 
de las personas, o en las dolencias de especial componente síquico, como el estrés, la depresión o los 
síndromes de agotamiento o bloqueo, que pueden tener su origen en causas de muy diverso tipo 
pero que también puedan dejarse notar en el trabajo, o por hechos ligados al trabajo. La progresión 
en la línea de expansión está, por lo tanto, prácticamente servida. 

En el orden que hemos propuesto, la segunda pieza en el concepto legal de accidente de trabajo, 
y la segunda zona de posible estiramiento de sus costuras, es precisamente el trabajo, al que la 
fórmula utilizada por el legislador alude sencillamente para requerir que se ejecute òpor cuenta 
ajenaó. Hemos visto ya, y lo volveremos a ver en el epígrafe siguiente, que el titular de la potestad 
legislativa siempre tiene en sus manos la posibilidad de extender el sistema de protección por 
accidente de trabajo a otros ámbitos de la actividad profesional en los que no esté presente esa nota 
de ajenidad, e incluso a las actividades que, siendo realizadas por los seres humanos con propósitos o 
fines no profesionales, entrañan alguna clase de riesgo para su salud o su vida. Pero conviene 
detenerse ahora en la formulación literal del concepto y mirar hacia su espacio interior, en el que la 
genérica alusión al trabajo òpor cuenta ajenaó es susceptible de cierta labor interpretativa y, en 
consecuencia, puede brindar algunos márgenes para la acción extensiva. Ciertamente, hay que 
reconocer que esta segunda pieza del concepto legal no ha tenido vuelos destacables desde ese punto 
de vista, pues a la postre ha conducido las reflexiones y especulaciones particulares sobre la 
concurrencia o no de accidente de trabajo al terreno más general de la noción de trabajador 
asalariado, en el contexto de la añeja discusión acerca de la existencia o no de contrato de trabajo. 
Normalmente esa problemática se ha reducido a determinar, como cuestión previa a la calificación 
de la contingencia, si en función de las circunstancias de realización del trabajo se estaba o no ante 
una relación laboral. De cualquier modo, buena parte de la doctrina judicial elaborada a propósito de 
la calificación del vínculo existente entre quien trabaja y quien recibe el fruto del trabajo se ha 
desenvuelto históricamente por la necesidad de calificar, como accidente de trabajo o como dolencia 
común, una determinada lesión derivada del trabajo, por lo que el ensanchamiento de la noción de 
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trabajo asalariado ha tenido como consecuencia natural la expansión del concepto legal de accidente 
de trabajo. 

Pero también son posibles otras sendas de exploración a estos efectos. De entrada, debe tenerse 
en cuenta que trabajo por cuenta ajena no es siempre sinónimo de trabajo con dependencia 
funcional, por lo que en hipótesis la noción de accidente de trabajo podría dirigirse hacia supuestos 
de trabajo distintos de lo que hoy en día consideramos trabajo asalariado. En buena lógica, la 
contingencia especial del accidente de trabajo sólo debería entrar en escena cuando concurrieran 
deberes de seguridad por parte de quien organiza y dirige el trabajo respecto de quien se 
compromete a prestar los correspondientes servicios, pero no olvidemos que ese presupuesto puede 
darse también, eventualmente, en el marco de figuras contractuales distintas del contrato de trabajo, 
como, por lo demás, dejó ver la legislación histórica sobre accidentes de trabajo al referirse, junto al 
operario clásico, a la ejecución de obras y servicios. Pero no es ésa la única posibilidad de expansión 
interna de la contingencia a partir del elemento del trabajo. Fijémonos en las diversas formas de 
trabajo asalariado y, más concretamente, en los escenarios de teletrabajo que se vienen abriendo 
desde hace algún tiempo, con sus particulares problemas de determinación del tiempo de trabajo y 
con sus enormes dificultades de delimitación de la esfera de riesgo perteneciente al empresario. 
Reparemos también en que los compromisos de trabajo no siempre se encuentran en fase de 
ejecución efectiva (como parece presuponer el precepto legal de referencia), sino que pueden 
atravesar periodos de paralización transitoria (por la incidencia de alguna causa de interrupción o 
suspensión), o fases de espera o expectativa (como en las guardias localizadas), en cada caso con sus 
correspondientes incógnitas acerca del carácter laboral o no de los daños que pueda sufrir el 
trabajador. Pensemos asimismo en las vicisitudes que puede sufrir el trabajo desde el punto de vista 
de su localización o realización efectiva (como ocurre con el trabajo òen misiónó), o en los diversos 
actos que, sin ser propiamente actos de trabajo, pueden venir motivados o condicionados por el 
trabajo (entre los que, además de los actos de òsalvamentoó o de òrepresentaciónó advertidos por el 
legislador, pueden imaginarse multitud de situaciones, desde la asistencia a cursos de formación hasta 
la práctica de actividades deportivas en el entorno de la empresa). Reflexionemos, en fin, sobre los 
particulares criterios de organización del trabajo y de distribución de tiempos de prestación y tiempos 
de descanso en determinados sectores de actividad, como el de transporte o el de trabajo en el mar. 
Es claro que, en todos esos escenarios, tanto la calificación de un determinado acto como acto de 
trabajo, como la asimilación de determinados periodos a los tiempos de trabajo, llevan consigo la 
correlativa expansión de la contingencia. 

La tercera pieza ðque es también la tercera zona de potencial expansiónð remite ya al proceso de 
producción del accidente, y se corresponde con la llamada relación de causalidad. Punto crucial en la 
definición legal de accidente de trabajo es, en efecto, la ligazón del daño con el trabajo. Pero esta 
relación puede ser de distinta intensidad, puede manifestarse de muy diferentes maneras y puede ser 
afectada por muy diversas circunstancias. Por ello mismo, pueden ser mayores aquí los espacios 
propensos a la labor interpretativa típica de jueces y tribunales, y, en consecuencia, también pueden 
ser más acentuadas en este tercer flanco las posibilidades de extensión del concepto legal de 
accidente de trabajo. En realidad, la relación de causalidad no está descrita ni resuelta en términos 
legales precisos, y tal vez no pueda estarlo nunca, en parte por su inevitable conexión con las 
circunstancias de cada caso (a la postre, cada accidente de trabajo presenta una òcombinación causal 
específicaó), y en parte porque no ha optado nuestro legislador por una relación necesariamente 
directa entre causa y efecto, sino más bien por una especie de presupuesto general según el cual todo 
lo que acontece dentro de la esfera de riesgo que de uno u otro modo acompaña a la prestación 
laboral puede entenderse en hipótesis como daño de trabajo. Que el accidente pueda producirse con 
ocasión o como consecuencia del trabajo es lo bastante esclarecedor al respecto, y suficientemente 
expresivo de estas enormes posibilidades de expansión, como de modo sobrado ha dejado notar la 
experiencia aplicativa del precepto. El hecho añadido de que, a diferencia de la enfermedad 
profesional, y con excepción de algún pasaje de nuestra legislación histórica, el accidente de trabajo 
no se vincule a la acción de un determinado agente de riesgo, acentúa el grado de elasticidad de la 
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relación de causalidad y el consiguiente margen de opción para el intérprete. La determinación legal 
de que la calificación de accidente de trabajo no pueda ser excluida aun cuando intervengan factores 
personales o naturales distintos del trabajo, abunda, en fin, en el carácter abierto de la relación de 
causalidad. Es compatible la calificación de accidente de trabajo, por decirlo de otro modo, con la 
concurrencia de actos imprudentes del trabajador, con la concurrencia de actos del empresario o de 
tercero, y con la concurrencia de fenómenos naturales o de fuerza mayor, siempre que, en los 
términos dispuestos por el legislador (y con los matices aportados por la jurisprudencia), no se 
rompa la relación con el trabajo. Del hecho de que en todo este contexto se opte por una 
interpretación rigurosa o por el contrario generosa dependerá, a la postre, la amplitud del radio de 
acción del concepto legal de referencia. 

Desde una perspectiva temática, tal vez puedan concentrarse en tres grandes áreas los problemas 
de comprobación de la relación de causalidad, los problemas de calificación de la contingencia y, en 
consecuencia, las posibilidades reales de expansión interna del concepto por este tercer flanco, 
cuando menos a la vista de la experiencia. El capítulo que parece más proclive a estas sendas de 
expansión y que parece albergar mayor capacidad de proyección hacia el futuro es desde luego el que 
se refiere a las dolencias clínicas o alteraciones de la salud que, siendo de carácter común, puedan 
afectar al trabajador en alguna circunstancia que pueda ligarse al trabajo. No es, evidentemente, una 
línea de acción novedosa desde la perspectiva expansionista, pues, como ya sabemos, hace mucho 
tiempo que dejó marcados sus efectos en este mismo sentido. Pero no cabe duda de que en el 
presente ha vuelto a salir a la palestra con un grado de vitalidad que permite augurar aún mayores 
cotas de desarrollo. La segunda área, que aúna de nuevo su raigambre histórica con la nota de 
actualidad, es la que corresponde al accidente in itinere, no sólo porque en sí mismo constituye un 
claro ejemplo de expansión del concepto, sino también porque tiene lugar por definición en unas 
coordenadas de tiempo y espacio que pueden presentar variaciones infinitas y pueden dar cabida a 
innumerables vicisitudes (incluidas las que pueden concurrir en un accidente de tráfico), con todas 
las dudas que ello acarrea y, al mismo tiempo, con todas las posibilidades que de ello se derivan para 
una interpretación expansiva. Un tercer reducto, de resonancias un poco más modernas, es el que ha 
conseguido labrarse a través de la jurisprudencia el denominado accidente en òmisiónó, que 
razonablemente se ha desligado del accidente in itinere pero que también puede poner a prueba la 
relación de causalidad en tanto que presupone una parcela en la vida del trabajador que conjuga 
inevitablemente los compromisos de trabajo (en los que desde luego pueden ocurrir accidentes) con 
las exigencias vitales de toda persona (que pueden verse asimismo afectadas por acontecimientos 
luctuosos). Son tres claros casos de laboratorio para la detección y aplicación de la relación de 
causalidad, y son al mismo tiempo tres grandes focos de potencial expansión del concepto, que por 
lo demás se sitúan en los espacios progresivamente adheridos a su núcleo más genuino. La 
combinación de unos y otros (enfermedad en tiempos de misión, por ejemplo) puede incrementar, 
por otra parte, la intensidad de las ondas expansivas que por sí solos ya son capaces de activar. 

De cualquier modo, la relación de causalidad no es el único dispositivo previsto por la legislación 
moderna para llegar a la calificación de accidente de trabajo. Desde la implantación del sistema de 
seguridad social también se ha introducido en este particular espacio de juego la presunción iuris 
tantum (òsalvo prueba en contrarioó) de que òson constitutivas de accidentes de trabajo las lesiones 
que se sufran durante el tiempo y en el lugar del trabajoó (art. 156.3 LGSS de 2015). La presunción 
de accidente de trabajo no forma parte exactamente del concepto, ni es propiamente una regla 
sustantiva. Tampoco es encarnación pura del principio de causalidad, sino más bien de determinadas 
tomas de posición respecto de lo que debe ser accidente de trabajo que tienen bastante que ver por 
supuesto con la relación causal de base pero que sobre todo se explican por el ánimo protector (y 
potencialmente expansivo) de todo este segmento normativo. De alguna manera, la presunción 
desplaza la relación de causalidad a un segundo plano o a un momento posterior, al mismo tiempo 
que, obviamente, invierte su modo de operar. No prescinde de la relación de causalidad, pero obliga 
a contemplarla desde un lado diferente en el examen de las reclamaciones o controversias que 
eventualmente se planteen en sede jurisdiccional. Si en condiciones ordinarias quien sostiene la 
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existencia de accidente de trabajo (la víctima en el supuesto más previsible) debe hacer frente a la 
pertinente carga de la prueba, la entrada en escena de la presunción asigna ese esfuerzo procesal (e 
intelectual) a quien defienda una posición distinta. La presunción solamente puede utilizarse, como 
es natural, cuando concurren las circunstancias de tiempo y lugar de trabajo en el correspondiente 
hecho lesivo, pero la aportación de indicios o datos suficientes a ese respecto no es en verdad una 
condición especialmente exigente. Lo cierto es que, como seguramente era de prever, la acuñación 
legal de una técnica de estas características ha dado lugar a que en infinidad de ocasiones las 
demandas de accidente de trabajo se promuevan y examinen desde esa peculiar perspectiva, a la vez 
que ha generado una zona añadida de expansión del concepto, probablemente más potente que 
ninguna otra. Téngase en cuenta que la presunción de referencia puede aplicarse a cualquier tipo de 
lesión, incluidas las dolencias comunes que se sufren o manifiestan en tiempo y lugar de trabajo. 
Añádase a ello que las nociones básicas de tiempo y lugar de trabajo pueden presentar a su vez 
incontables variaciones o modalidades, a veces por la incidencia de fuentes de regulación de origen 
profesional, y otras veces por el influjo del factor sectorial en la organización del trabajo. Y repárese, 
finalmente, en que, al decir de la propia jurisprudencia, es extraordinariamente difícil la prueba en 
contrario a partir de una demanda debidamente construida sobre esta presunción legal. 

El impacto real de todas estas zonas de expansión del concepto legal de accidente de trabajo ha 
sido muy considerable, como ha podido apreciarse en la jurisprudencia del Tribunal Supremo desde 
la emblemática sentencia de 17 de junio de 1903 hasta las muestras más recientes, de las que puede 
ser un buen ejemplo la sentencia 670/2020, de 16 de julio. Con carácter general cabría decir que la 
jurisprudencia ha explorado y explotado todas las posibilidades de interpretación extensiva que 
ofrecen los distintos componentes de la delimitación legal del accidente de trabajo, desde los 
diferentes grados o tipos de causalidad (directa o indirecta) presentes en la fórmula clásica (òcon 
ocasión o como consecuenciaó), hasta la extraordinaria potencialidad de la presunción iuris tantum 
sustentada en las coordenadas de tiempo y lugar de trabajo, pasando por la orientación favorable a la 
calificación de accidente de trabajo que se desprende de la admisión expresa de diversos tipos de 
enfermedades y de la relativización de las imprudencias del trabajador, de los actos de tercero y de 
los acontecimientos de fuerza mayor con vistas a la calificación de la contingencia. En un plano un 
poco más concreto podría decirse que la presunción general de accidente de trabajo ha actuado 
como vis attractiva de proyección generalizada en los juicios sobre accidente de trabajo, que el molde 
legal del accidente de trabajo in itinere ha sido expandido hasta sus últimas consecuencias, que la 
modalidad del accidente òen misiónó ha servido para alojar a veces dolencias aparentemente 
distanciadas del trabajo, y que las enfermedades comunes que son susceptibles de manifestación o 
activación con ocasión del trabajo, aunque no sean enfermedades propias del trabajo, tienen altas 
probabilidades de albergarse en el concepto legal. Muchas veces se ha dicho, por ello, que sólo tiene 
visos de descarte la calificación de accidente de trabajo cuando desaparece todo tipo de relación con 
el trabajo. No hace falta, por supuesto, que el trabajo sea el único agente de la lesión, ni que 
intervenga de manera directa; basta con que de algún modo forme parte del escenario para llegar al 
concepto de accidente de trabajo, siempre que sea mínimamente razonable la vinculación entre 
trabajo y lesión. No parece que constituya ninguna exageración decir que, sin perjuicio de reajustes u 
ocasionales cambios de orientación, la jurisprudencia ha sido esencialmente expansiva: más flexible 
que rigorista, más receptiva y comprensiva hacia el carácter laboral del accidente que restrictiva en su 
calificación. 

Mirado con sosiego, es un resultado explicable. Es posible que la calificación como accidente de 
trabajo de determinados sucesos haya podido generar en algún momento la sensación de 
desbordamiento (como empezó a decir Alonso Olea). Pero debe tenerse en cuenta que los tribunales 
han tenido que conjugar en cada momento el complejo acervo de reglas legales que hoy en día sirven 
para componer la definición del accidente de trabajo con las necesidades interpretativas que muchas 
veces presentan los conceptos o instrumentos normativos subyacentes (como los de tiempo y lugar 
de trabajo), con las dificultades de ordenación y escrutinio de un material fáctico que suele ser muy 
minucioso, con los problemas de diagnóstico de determinadas dolencias (como las cardiovasculares), 
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y, muchas veces, con la fuerza casi invencible de una presunción legal de contornos aparentemente 
tan generosos. En todo caso, el acervo jurisprudencial también deja ver una continua tarea de 
ponderación por parte de los tribunales entre las posibles opciones interpretativas a la vista de los 
datos fácticos concurrentes en cada caso, aunque sea bajo el presupuesto generalizado de que la 
calificación de la contingencia como accidente de trabajo es la mejor forma de protección de la 
víctima. Si bien se mira, las tomas de posición favorables a dicha calificación, que son muchas e 
incontestables, parecen contrarrestarse o compensarse a veces con respuestas más matizadas o 
incluso con soluciones más restrictivas. La idea de ocasionalidad relevante para calibrar la verdadera 
trascendencia del factor laboral cuando entra en concurrencia con otros posibles detonantes de la 
lesión; la actitud cautelosa o recelosa ante las enfermedades comunes cuando afloran en situaciones 
de no trabajo; la exigencia acumulada de tiempo y lugar de trabajo para que entre en escena la 
presunción favorable a la calificación de accidente de trabajo; la exclusión de ese molde de 
determinados tiempos de espera (como las òguardias localizadasó) pese al entendimiento flexible de 
los tiempos de trabajo; el rechazo de las dolencias comunes como posible manifestación del 
accidente de trayecto salvo si van precedidas de síntomas claros en el trabajo; la insistente distinción 
entre tiempos de trabajo y tiempos de gestión privada en el espacio de juego del accidente en misión; 
la exclusión de las dolencias congénitas pese a la admisión de enfermedades comunes con síntomas 
previos al trabajo, o el distanciamiento de tal calificación respecto de episodios posteriores de 
enfermedades previamente consideradas accidente de trabajo, pueden ser algunas pruebas de esa 
clase de contrapesos. Tal vez pudiera hablarse mejor de una expansión precavida o controlada. 

V. LA EXPANSIÓN  HACIA  EL EXTERIOR  COMO DOMINIO  PREFERENTE  
DEL  LEGISLADOR  

A diferencia de la modalidad anterior, la expansión hacia el exterior es tarea preferente del 
legislador, puesto que no supone ordinariamente la aplicación de reglas ya construidas, sino la 
elaboración de nuevas normas para llevar a otros ámbitos la correspondiente institución protectora. 
En hipótesis, cabe también la expansión exterior a través de la labor judicial, en tanto que es posible 
que, por razones de analogía o de similar naturaleza, las reglas establecidas para un determinado 
supuesto de hecho se transporten a otro carente de regulación y necesitado, por lo tanto, de tal tipo 
de previsiones legales. Pero en el terreno concreto de la cobertura de accidentes de trabajo no es fácil 
que ello ocurra, sencillamente porque los conceptos legales de referencia están sustentados en una 
estructura que sólo es válida cuando se dan determinadas condiciones. Para hacerlo más claro: la 
protección dispensada al accidente de trabajo del trabajador asalariado se sustenta sobre la base de 
una relación de trabajo en la que una de las partes asume deberes de seguridad, con las consiguientes 
responsabilidades por daños, respecto de la persona del trabajador, esquema que difícilmente puede 
trasplantarse a otras clases de trabajo, como podría ser el trabajo por cuenta propia. Ese mismo 
matiz nos sirve, por lo demás, para poner de relieve que la expansión hacia el exterior tiene 
eminentemente carácter subjetivo o funcional. Supone el traslado de una vía de protección 
tradicionalmente exclusiva del trabajador asalariado a otros tipos de trabajadores o a otras situaciones 
de trabajo. 

Esta expansión puede llevarse a cabo, de todas formas, a través de diversos procedimientos. El 
más sencillo es la asimilación a trabajadores asalariados de personas que realizan otro tipo de trabajo 
o alguna clase de actividad, más o menos profesional, que genere riesgos y que, por ello mismo, sea 
igualmente merecedora de protección. En la experiencia legal española podemos encontrar muchos 
ejemplos de esta particular vía de expansión, que a su vez presenta distintas modalidades. Es posible, 
por ejemplo, que se aprovechen a tales fines las posibilidades de asimilación a la figura del trabajador 
asalariado que con carácter general han ofrecido siempre las leyes de seguridad social, que desde 
luego puede llevar consigo la inclusión del correspondiente grupo social en la acción protectora por 
accidentes de trabajo, como se ha hecho en efecto para las personas que participen en programas de 
formación o prácticas no laborales (art. 1 RD 1493/2011), y como puede hacerse igualmente a través 
de la suscripción de convenio especial con la seguridad social en una variada serie de supuestos. Pero 














































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































